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1. Resumen Ejecutivo
Este trabajo aborda los requerimientos, dilemas y desafíos de la concertación entre organizaciones de la so-
ciedad civil y autor idad pública en contextos de desarr ollo, para la obtención de metas de pr ofundización
democrática, superación de la pobreza y mayor inclusión social. Se conceptualiza a la sociedad civil como un
actor de “lo público no estatal”, se revisan experiencias y ejemplos de acción concertada para la superación
de problemas sociales y se establecen condiciones para la efectividad de este tipo de experiencias. El trabajo
finaliza formulando un conjunto de condiciones y requerimientos de una mejor concertación para la gober-
nanza democrática en contextos de desarrollo; diversas recomendaciones para la cooperación al desarrollo
y otras distinciones necesarias según el objetivo de la participación de la sociedad civil en espacios de con-
certación. 

2. Introducción
La democracia enfrenta problemas como la escasa participación directa de los ciudadanos, el debilitamiento
de los mecanismos de r epresentación tradicionales en tér minos de su capacidad de inv olucrarlos, la com-
plejidad y tecnificación del pr oceso de toma de decisiones , y el pr edominio de las concepciones elitistas y
solo delegativas de la democracia (Avritzer, 2002; O’Donnell, 1993). Todos ellos son factores que han impul-
sado la reflexión sobre como for talecer la “dimensión participativa de la democr acia”, en la perspectiv a de
una “democracia de ciudadanas y ciudadanos” según la expresión del Programa de Naciones Unidas para el
Desarrollo (PNUD) (PNUD, 2004). Por otra parte, en el contexto de los llamados países “en desarrollo” el pro-
blema no se r educe a la dimensión política solamente , sino que r emite a la persistencia de la pobr eza, la
exclusión social y, especialmente en Amér ica Latina, a la enor me desigualdad social y económica que fr ag-
menta las sociedades. La exclusión social no sólo afecta la cohesión, sino que priva de significado sustantivo
al propio proceso político democrático (Nun, 2002). 

Las propuestas de gobernanza democrática participativa en contextos de desarr ollo tienen como supuesto
una reformulación en las relaciones entre Estado y sociedad civil, br indando un espacio diferente a ésta en
el abordaje de los asuntos públicos. Pero la sociedad civil es un espacio heterogéneo, de tal manera que se trata
del reconocimiento y fortalecimiento de los sectores sociales tradicionalmente excluidos y marginados para
cumplir un papel en la definición y gestión de los asuntos públicos, en especial de los problemas de pobreza
e inequidad que les afectan. Mientras en el pasado se identificaba lo “público” con lo “estatal”, hoy se admite
la existencia de un espacio “público no estatal” (Cunill, 1997) y de diferentes formas de coordinación y con-
certación entre ambos. ¿Cómo potenciar dichas formas? ¿Qué requerimientos se plantean para fortalecerlas
y hacerlas sostenibles? ¿De qué manera se puede cooperar para ella? ¿Qué papel le cabe a los gr upos subal-
ternos y carenciados? Esas son algunas de las preguntas que se abordan en este trabajo. 
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El terreno de la participación de la sociedad civil en los asuntos públicos no deja de ser contr oversial y dis-
putado. A pesar de que en difer entes contextos surgen ejemplos prácticos de nuev as vinculaciones entre el
Estado y la sociedad civil, que están dando cuenta de los avances “desde abajo” de nuevas instituciones y for-
mas de participación ciudadana, éstas coexisten con las críticas a este enfoque. Las principales vertientes de
crítica pueden sistematizarse en tres: 

a) Las referidas a las limitaciones propias de los espacios de participación. Se cuestiona la formación de “eli-
tes participativas, las que hacen predominar finalmente los intereses de los grupos organizados sobre los
no organizados, creando situaciones de “captura de los espacios públicos”,

b) Las que aluden a que las exigencias de r acionalidad de las políticas públicas serían incompatibles fr ente
a la “racionalidad limitada” de la ciudadanía. Se cuestiona la falta de conocimiento técnico de los ciuda-
danos/as, la dispersión de sus demandas , las dificultades de gestión, y la pér dida de eficiencia y may or
gasto de recursos en la obtención de soluciones, y 

c) Las críticas que previenen sobre el posible debilitamiento de la democracia representativa al introducir me-
canismos de participación. Se cuestiona que la participación ciudadana directa pueda provocar un proceso
de informatización de la política, al establecer canales alternos no institucionalizados de mediación, con
el consecuente debilitamiento de los partidos políticos y conflictos con las instancias surgidas desde elec-
ciones populares (Canto, 2006 Bebbington et. al., 2005; Delamaza y Lauzán, 2008).

Desde el Estado y las políticas públicas, tampoco se advierte una posición homogénea frente al tema de la par-
ticipación. D iferentes “capas geológicas” del Estado y centr os de iniciativ a política per tenecientes a él,
expresan distintas orientaciones, programas, objetivos y estrategias, que muchas veces se contraponen entre
sí (Delamaza, 2005; Dowbor, 2000). Es fr ecuente que los “núcleos estratégicos del Estado” permanezcan al
margen de las corrientes participativas, mientras estas se desarrollan en el marco de los programas sociales
y las administraciones locales. 

Sin embargo, y más allá del debate teórico e histórico-cultural, ha surgido en América Latina y otras partes del
mundo, una multitud de experiencias que permite realizar también un debate empírico sobre participación,
democracia y desarrollo y sus posibilidades. Entre estas experiencias podemos contar con: diversas reformas
legales y administrativas; diseños de políticas y de programas; presupuestos municipales participativos; con-
sejos gestor es; mesas de concer tación, ór ganos de contr aloría social e instr umentos y nor mativas de
planificación participativa. La mayor parte de ellos se ha orientado en la búsqueda de una mejor distribución
de los recursos públicos hacia los gr upos tradicionalmente excluidos y postergadas de la sociedad. Así, el
logro de las metas de par ticipación se encuentra a la par que el de la r educción, aún parcial, de las brechas
sociales, económicas y culturales y el impulso de un desarrollo social más inclusivo. Por otra parte, dada la tra-
dición excluyente de los estados latinoamericanos, también los intentos de concertación con la sociedad civil
apuntan a modificar la institucionalidad pública, haciéndola más permeable a los intereses y necesidades de
las mayorías, ampliando tanto su legitimidad como la eficacia de su actuación.

Los diversos trabajos que sistematizan la experiencia latinoamericana arrojan varias conclusiones en común.
En general coinciden en señalar que el éxito en la tr ansformación de los métodos y los objetiv os de gestión
de las políticas públicas , no depende de la mer a existencia de mecanismos par ticipativos, sino fundamen-
talmente, de la capacidad existente en las contrapartes de la sociedad civil para hacerlos exigibles. Lo mismo
ocurre por parte del sector público, ya que el éxito de la gestión pública participativa dependerá, en gran me-
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dida, de la capacidad de los funcionarios públicos de aprender y generar compromisos con estos nuevos en-
foques. C abe destacar que la mer a pr omulgación legal o instalación administr ativa de la democr acia
participativa, no resulta en sí misma suficiente (B ebbington et al., 2005; Canto, 2005; Velásquez y González,
2005; Remy, 2005).

En este trabajo se examinan for mas recientes de concertación entre Estado y actor es organizados de la so-
ciedad civil (SC), especialmente or ganismos no gubernamentales (ONG) y organizaciones sociales de base,
en pro de objetivos de desarrollo. ¿Cuáles son los factores que obstaculizan la coordinación entre estos dos
conjuntos de actores? ¿Cuáles la facilitan? P or otra parte, ¿qué expresiones concretas muestran con mayor
claridad los desafíos de la concertación, en términos del vínculo entre Estado y grupos organizados de la SC?
¿Cuáles parecen ser las mejores estrategias para enfrentar esos desafíos y lograr avances en el desarrollo? Nos
parece que existen may ores avances en la for mulación normativa -¿qué debe hacerse?-, en for mulaciones
como el desarrollo de base y los trabajos sobre fortalecimiento institucional (Daubón, 2008; Villar, 2008). Se
requiere, entonces, examinar la evidencia empírica para extraer lecciones acerca del ¿cómo hacerlo?, a par-
tir de los resultados obtenidos en la práctica. En este trabajo se expone alguna evidencia de dichos resultados,
con el fin de establecer desafíos y estrategias posibles tanto par el Estado como para la SC, ya que se entiende
que ambos deberán coevolucionar para hacer posible una real convergencia.

El enfoque general es el de gobernanza democrática, que supone un desplazamiento creciente de las funcio-
nes de gobierno hacia instancias más amplias y complejas, donde la coordinación con actores extraestatales
es un rasgo permanente. Por ello, se pone énfasis en las instancias de coordinación de carácter público y par-
ticipativo, más que en aquellas de carácter funcional, donde la presencia de los actores no gubernamentales
es meramente subordinada o gestionada como un modo de ejecución privado. Se concluye con algunos des-
afíos y propuestas que fortalezcan las estrategias de concertación de esfuerzos de actores sociales y ONG con
instancias estatales.

Por “coordinación” se entiende la sinergia entre acciones y recursos de los diversos involucrados en un campo
concreto de políticas públicas, asociado a temas estratégicos y a la construcción o redefinición de reglas for-
males o infor males que generan incentivos para cooperar. Cuando este proceso alcanza a la r elación con
actores sociales y no guber namentales, es decir no sometidos a las r eglas internas de la administración pú-
blica, hablamos de “concertación”, para subrayar la necesidad de construir tanto el campo como la aplicación
de las reglas y las acciones. 

3. Gobernanza democrática y concertación
para el desarrollo: la acción pública de la 
sociedad civil
¿Por qué coordinarse con la sociedad civil –organizada– para gobernar?, o, dicho de otro modo, ¿cuál es el rol
público de la sociedad civil? La mera pregunta implica una reconceptualización de los supuestos tradiciona-
les de la gobernabilidad democrática. En los términos de la teoría tradicional, la política democrática se ejerce
a través de la elección popular de representantes. Éstos son a su vez seleccionados por los partidos políticos,
quienes se encargan de agregar los intereses particulares en proyectos y propuestas y concursar con ellos a
los puestos de poder. La dimensión deliberativa de la democracia queda cubierta por la acción de los ór ga-
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nos estatales de representación política, campo donde se expresa la diversidad de los partidos y se toman las
decisiones. Una vez que el poder establece las prioridades y la distribución de los beneficios sociales, entran
en acción las public policies, en donde los actores principales serían los técnicos encargados de implemen-
tar (programar, financiar, evaluar) esas decisiones, ajustándose a los criterios de racionalidad administrativa
(burocracia regida por reglas objetivas) y, crecientemente, por exigencias de eficiencia y productividad en la
gestión pública. 

En toda esta cadena no existe rol alguno para las organizaciones de la sociedad civil (OSC). Éstas no partici-
pan en la cadena de decisión y gestión pública, pues por su natur aleza son por tadoras sólo de inter eses
privados y corporativos. Incapaces de agregarlos y generalizarlos, se inhabilitan par a la política (y cuando
participan en ella desnaturalizan su rol y distorsionan el proceso) y conviene mantenerlas lejos de las políti-
cas, por cuanto su presencia sólo reflejaría desviaciones de la racionalidad pública y la eventual captura del
estado por intereses particulares1. Sólo al final de la cadena, en la etapa de implementación, les cabría algún
papel, en la medida en que contaran con alguna ventaja comparativa respecto de otras entidades: mayor efi-
ciencia oper ativa, disminución de costos , cofinanciamiento , etc . P ero no cabe en ese caso hablar de
coordinación, o concertación, pues no se trata de un proceso intrínseco de la gestión pública, sino sólo de una
decisión operativa de implementación.

Cuando se conceptualiza la gobernabilidad democrática en un sentido más amplio, de gobernanza, comienza
a aparecer la necesidad de la concertación: la participación en la toma de decisiones, la búsqueda de siner-
gias, la generación de reglas pro-cooperación, etc. Esta ampliación conceptual tiene variadas consecuencias
políticas, tanto en el campo de la deliberación y adopción de las decisiones sociales como en el de la gestión
y public policies. La crítica de la democracia elitista y la introducción de los conceptos de democracia parti-
cipativa involucran a nuevos actores con su pr opia legitimidad, también contr ibuyentes a la constr ucción
del espacio público. Ello redefine los desafíos tanto para la política como para la propia sociedad civil orga-
nizada (Avritzer, 2002 y O lvera, 2003). Sus expresiones y posibilidades de r ediseño institucional han sido
formuladas a través del concepto de “Interfaces Socio Estatales” (Isunza, 2005), entre otros2. La Interfaces
Socio Estatales son aquellos espacios de gestión pública compuestos de maner a mixta por r epresentantes
del poder público y de la sociedad civil. Son un lugar institucionalizado de encuentro entre ambas esferas, en-
cuentro que puede verificarse de diferentes maneras. En algunos de ellos la sociedad contr ola al Estado, en
otras planifica en colaboración, etc. En el campo de las public policies podemos destacar la conceptualización
de la gobernanza de proximidad y las redes multinivel, desarrollada y experimentada en Cataluña (Blanco y
Gomá, 2002; Font, 2000; Ibarra, 2002). En un terr eno más operativo, induciendo aprendizajes desde las ex-
periencias concretas están los tr abajos sobre partnerships (Fizsbein y Lowden, 1999; Levinger y M c Leod,
2002) y el concepto de Espacios Públicos de Concertación Local (Bebbington, Delamaza y Villar, 2005).

Lo que está en juego es la ampliación de lo público y no meramente una diversificación de actores, en la pers-
pectiva de r edefinición deliber ativa de un “nuevo contr ato social ”. Tal como plantea I nés González, se
encuentra fuertemente interpelada la noción contr actualista original que pr imero se expresó en el ámbito
político y que más tarde se amplió parcialmente hacia la “cuestión social”. Por ello, de acuerdo a esta autora,
surgen ahora múltiples expresiones de la sociedad civil, que pasan a cumplir un papel fundamental en el fun-
cionamiento de la sociedad. Surgen nuevos modos de: 
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1 “Como planteó sin tapujos Schumpeter, el pueblo actúa correctamente cuando vota y deja gobernar a sus representantes sin estar molestándolos con car-
tas o peticiones (efecto suegra en el asiento de atrás) y después de su mandato, juzga como lo ha realizado” (Abal Medina, 2004: 25)

2 Los “diseños discursivos” de Dryzek, el concepto de “Co-governance” de Ackerman, los “interfaces de rendición de cuentas” de Isunza, los “públicos parti-
cipativos” de Avritzer y el modelo de “Empowered Participatory Democracy” de Fung y Wright, entre otros, ilustran distintas for mas de conceptuar las
experiencias innovadoras en materia de gobernación, participación y rendición de cuentas”. (Monsiváis, 2005: 14)
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“preservar el lazo social, asegurar la integración, promover el sentido de la per tenencia, resguardar ese umbral
mínimo de derechos que nos per mita reconocernos mutuamente como ciudadanos de una misma comunidad
política ... El contrato social es un acuerdo sobre reglas y normas que nos indica desde donde se juzga en una so-
ciedad lo que está bien y lo que está mal, lo admisible de lo inadmisible, lo justo de lo injusto ...: el sentido común
de la gente común, que se siente parte de algo común.” (González, 1998: 24)

Sin embargo la emergencia de una nueva fuerza de la sociedad civil, incluso en el terr eno internacional, no
anula la necesidad de instrumentos institucionales, jurídicos y programáticos que garanticen, promuevan y
desarrollen la ciudadanía de acuerdo a los nuevos cánones. Antes bien, esa necesidad se acrecienta después
de un prolongado período de debilitamiento del vínculo social, impactado por el predominio de las dinámi-
cas más desrreguladas e inciertas de la mundialización, los cambios en las relaciones de trabajo y el abandono
del Estado de sus funciones tradicionales. Es en la búsqueda de nuev as relaciones entre sociedad civil y Es-
tado dónde está surgiendo la “nueva ciudadanía”, con el horizonte de reconstrucción de un “contrato social”,
en el que la sociedad civil cumple nuevos y mayores roles.

Se ha destacado con mayor recurrencia la emergencia de la sociedad civil. No puede interpretarse este des-
arrollo como algo pr ovisto de un sentido político específico . Las iniciativas de la sociedad civil, aunque
enfrentan problemas del orden social, no r esponden a la pr egunta por el or den social y los v alores que
deben inspirarlo con un proyecto global, ni con una ideología, sino con prácticas que intervienen la reali-
dad social y cultur al. Innovan, inventan y también copian; ar ticulan y vinculan actor es que, hasta ayer,
estaban separados. 

La acción de la sociedad civil es diversa y plural, se trata de un espacio de acción política, no de un proyecto
político propiamente como tal. Es una acción situada en las antípodas de las “dinámicas globales”, pues nor-
malmente nace de la necesidad y la urgencia por abordar problemas. Son dinámicas diversas que amplían el
espacio público de acción de los ciudadanos, adelantando el reconocimiento de derechos económicos y so-
ciales no consagr ados institucionalmente y pr oyectándolos en pr ogramas públicos de niv el local o
fortaleciendo el papel de la ciudadanía organizada (Abers, 2000). Expresan la diversidad de lo local y cuentan
con el protagonismo directo de los involucrados, reduciendo –no suprimiendo– la dinámica de la represen-
tación y la delegación. Su enfoque tiende a integrar realidades diversas y a sustentarse en la búsqueda de los
cambios posibles en los niveles locales. Combinan los niveles de acción, cruzando fronteras entre lo local y
lo nacional o inter nacional, así como mez clando enfoques “modernizadores” con la “defensa de la identi-
dad”. Los modelos or ganizacionales y políticos que emer gen difieren de los pr eexistentes y no siempr e se
atienen a las distinciones clásicas que dividen al Estado de la sociedad civil, o a la sociedad en “sectores” (pri-
mero, segundo y tercero). Es el espacio de “lo público no estatal”, lo social/empresarial, lo estatal/ciudadano
y otras combinaciones. 

La concertación entre Estado y SC puede darse a diferentes niveles y en función de distintos objetivos. Puede
ser una modalidad para facilitar la adopción de decisiones de impacto social en ámbitos no adecuadamente
representados por el sistema político. En tal sentido, las instancias de participación ciudadana incorporadas
a la toma decisiones pueden fortalecer y cualificar la política al menos en tres áreas:

a) permite contar con mecanismos de generación de decisiones entre elección y elección, sea porque se trata
de temas emergentes que no fueron incluidos en los debates electorales, o de decisiones que trascienden
los períodos políticos; 
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b) complementar la función de agregación de intereses de los partidos políticos, dada la complejidad de cier-
tos problemas, la incertidumbre y cambio constante de los escenar ios, la diversidad de las opciones y la
dificultad de alinearlas en proyectos coherentes y estables; 

c) generar una mayor inclusión social y eficacia en la generación, implementación y control de las políticas
públicas, especialmente en los niveles subnacionales, al incorporar deliberadamente la expresión de in-
tereses y demandas de sector es usualmente no r epresentados u organizados (Delamaza, 2006). En este
sentido, se trata de una práctica de especial importancia para las estrategias de desarrollo que buscan re-
solver los problemas sociales y fortalecer a los grupos excluidos.

La vinculación entre concertación participativa y adopción de decisiones puede estar institucionalizada o no
y puede también tener un carácter vinculante par a las decisiones o bien ser solamente un insumo que pr e-
tende mejorar la toma de decisiones por la rama ejecutiva o el debate parlamentario. En Chile, por ejemplo,
en el año 2006, después de una importante movilización de estudiantes secundarios a favor del mejoramiento
de la calidad de la educación, el gobierno convocó a una Comisión Asesora conformada por más de ochenta
personas vinculadas a las diferentes instituciones relacionadas con el tema (académicas, gremiales, propie-
tarios de establecimientos educacionales , etc .). S u misión se asemejaba a una Asamblea N acional de
Educación, en cuanto a que debía pr oponer una nueva política de alcance nacional, en un asunto que no
había sido incluido en las propuestas programáticas de la contienda presidencial ocurrida apenas cinco meses
antes. Sin embargo no se trató de una instancia per manente ni su articulación con la cadena de decisiones
estaba claramente establecida lo que disminuyó sensiblemente su capacidad de incidir en el problema para
la que fue convocada. 

Por el contrario, en Colombia se ha identificado una gran cantidad de mecanismos institucionales de parti-
cipación de la comunidad en las decisiones públicas, principalmente abocadas a la planeación y al control de
ejecución. Mayoritariamente, son instituciones locales y no siempre de convocación obligatoria por parte de
las autoridades (Velásquez y González, 2003: 98 y ss.). Por último, en una comparación entre presupuestos par-
ticipativos en América Latina y Europa, se concluye que en esta última “hay más informalidad, las reglas son
menos claras (…), los procesos vienen desde arriba; no son procesos de inversión de las prioridades sociales”
(Sintomer, 2005: 66).

Es plausible la hipótesis de que este tipo de concer tación es más viable en los contextos locales dada la
proximidad de actores sociales y las autoridades y la menor complejidad relativa de los temas a tratar. Por
una parte, depende de la naturaleza de los problemas que se abordan, donde la experiencia muestra que,
los que afectan inter eses colectivos, derechos difusos y bienes públicos son objeto más apr opiado para
concertación amplia que aquellos relacionados con demandas de satisfacción individual o familiar. Tam-
bién, suponen la existencia de actor es relativamente constituidos o legitimados par a par ticipar en la
concertación. Sin embargo, el principal problema es quizás la falta de autonomía r elativa de los sistemas
locales y su inadecuado encadenamiento con las políticas del nivel central y las instancias de decisión na-
cional. Esto quiere decir que el ámbito local es pr oclive a la concer tación y la hace más fácil, per o sus
alcances están condicionados desde fuera y no siempre pueden ser definidos localmente. Debido a esto, en
ocasiones se logran coaliciones locales para enfrentar a los niveles superiores, lo que es también una con-
certación efectiva3. 
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3 El debate reciente sobre democracia “representativa” y “participativa” ha abordado la problemática de introducir mecanismos de participación ciudadana
directa en el sistema de decisiones nacionales con carácter vinculante u obligatorio. No se ha abordado suficientemente sin embargo la dimensión de con-
certación entre autoridades políticas y actores sociales organizados. (Payne et al., 2003, PNUD, 2004)
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Este trabajo hace referencia a las forma de concertación en relación al ámbito del desarrollo y políticas espe-
cíficas. Aún así, como se verá más adelante, la evaluación de las posibilidades de participación que éstas abren
y que definen los modos de concertación y su alcance, depende muchas veces del tipo de objetivos que se han
fijado en el plano de la política y , por lo tanto, de la concepción de democr acia y gobernabilidad de las que
son portadoras. No es lo mismo evaluar un programa en función de la “innovación democrática”, que hacerlo
sólo desde el punto de vista de la eficacia sector ial. En todo caso, creemos que se puede revisar un inventa-
rio amplio de situaciones, muchas de ellas documentadas en estudios de casos , que permiten formular los
aspectos más relevantes para la discusión sobre coordinación con actores sociales. Sin embargo, es necesa-
rio referirse permanentemente a la tensión entre gestión y política que atraviesa todo el proceso4. Nos interesa
especialmente la concertación entre las estructuras estatales con actores sociales que cuentan con sus pr o-
pias orientaciones y estr ucturas y no estando dentr o de un sistema institucional cuyas jer arquías están
previamente definidas.

La relevancia de las políticas públicas radica en que, dada su amplitud y alcance, si se dotan de objetivos y con-
tenidos democratizadores pueden, efectivamente, constituir herramientas estratégicas aptas para fortalecer
el capital social, colabor ar en la r epresentación de intereses, trascender la diversidad y dispersión social y
contribuir a elaborar los temas centrales de la agenda pública local, regional y nacional. Los actores de tales
innovaciones son, desde el inicio, mixtos y no puede concebirse sólo como un pr oblema “del gobierno”. En
otras palabras, surgen nuevas formas de interacción que potencian a la vez la capacidad de acción ciudadana
y el rol del Estado en la vida social. Desde una visión liberal y sus variantes pluralistas, se apunta al individuo
racional que persigue sus pr opios intereses y requiere para ello un mer cado libre y transparente, lo que se
traduce en la promoción de la sociedad civil y la accountability del Estado, como ejes de la política. Para las
teorías de la democracia participativa en cambio, los ciudadanos son capaces de identificar el interés público
y en definitiva pueden actuar en función de éste. De tal modo que el rol de los ciudadanos no se limita a ele-
gir y controlar ex post a sus gober nantes, sino que tienen un papel activ o en las decisiones que les atañen
(Schneider e Ingram, 2007: 331)5. 

Un enfoque general que puede orientar esta discusión es el de la acción pública para el desarrollo. De acuerdo
a la conceptualización desarr ollada por Enr ique Cabrero para el desarrollo urbano, éste dependería de un
“motor de doble impulso”, compuesto de: 

“dos configuraciones de actores: una de carácter gubernamental y otra de carácter no gubernamental, y ninguna
de ellas aisladamente es capaz de activar el motor endógeno del desarrollo urbano. (...) Para que se de una ac-
ción pública de componente endógeno dominante se r equiere una conv ergencia de momentum en ambas
configuraciones. (...) Sin una convergencia de las configuraciones, tanto en su ritmo de evolución como en sus
intereses internos, no parece posible arrancar un proyecto endógenamente construido de desarrollo local” (Ca-
brero, 2005: 356)

Creemos que lo que sirve para el desarrollo local puede servir también para otros campos de la acción en pro
del desarrollo. Cabe destacar que los desafíos de la concertación entre organismos estatales y actores socia-
les implican también desafíos para cada uno de ellos. Por ello, el trabajo está organizado en torno al análisis
de la concer tación desde el punto de vista de la configur ación gubernamental y los desafíos que par a ésta
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4 “La coordinación, si bien tiene un alto componente técnico, es una función esencialmente política (...) Se trata de coordinar con un sentido estratégico, se
trata de coordinar para avanzar en determinada dirección, para promover determinados resultados de la acción pública en su conjunto, y no sólo de cada
una de sus parcelas sectoriales o institucionales. Y el proceso mediante el cual se alcanza o se define ese sentido estratégico, esa dirección en la que la so-
ciedad pretende marchar, es un proceso eminentemente político” (Garnier, 1999) 

5 Por su parte, en el debate sobre reforma y modernización del Estado, la corriente surgida de los enfoques de  “nueva gestión pública” enfatiza los requeri-
mientos de eficiencia de la gestión pública, admitiendo instancias de concer tación con la sociedad civil en ár eas de provisión de servicios; mientras que
quienes asocian la reforma del Estado a los requerimientos de profundización democrática, lo otorgan un alcance mayor a estos procesos y mecanismos. 
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plantea y más tarde, se hace lo mismo con las OSC. En ambos casos se trata de desafíos de innovación y cam-
bio, per o lo que inter esa resaltar aquí es pr ecisamente que la coor dinación buscada pone de r elieve el
elemento de convergencia entre ambos procesos, lo que la hace –o no– posible. Se formula en términos de di-
lemas que se plantean a uno y a otr o sector. F inalmente, se conceptualiza algunos de los puntos más
importantes a considerar para determinar la co-evolución y la convergencia posibles.

4. La concertación entre Estado y sociedad civil
y sus dilemas respectivos
Existe una búsqueda de nuevos tipos de interfaces entre Estado y sociedad civil que los vinculen de modo que
le permitan a la sociedad civil, incidir efectiv amente en el ciclo completo de las políticas públicas . Sin em-
bargo, dicha construcción plantea dilemas muy significativos a los dos términos que deben vincularse. No se
resuelven con una figura institucional singular, ni existen modelos prefijados. Aún si se considera que la par-
ticipación ciudadana en las políticas públicas puede tener efectos positivos tanto en términos políticos como
operativos, es necesario analizar las dificultades que el pr oceso de participación tiene. De otro modo, no se
trascienden las afirmaciones normativas, cuya puesta en práctica enfr enta una y otr a vez, los mismos pr o-
blemas. P or ello , se han for mulado los dilemas que nor malmente se plantean ante la tr ansformación
participativa del diseño e implementación de políticas. Tanto la sociedad civil como el Estado enfrentan sus
propios dilemas respecto a lo que han sido las pautas tradicionales de acción y relación mutua. 

4.1. El Estado y sus dilemas

Pueden formularse al menos cuatro conjuntos de dilemas en el proceso de cambio de la función estatal que
son relevantes a la hora de la coordinación y el nuevo tipo de vinculación con los actores sociales: los dilemas
relacionados a la representación, a los del comando, los de eficiencia y los del marco legal. 

La representación es quizás el más profundo y se refiere a la legitimidad de los participantes. Antes de llegar
al diálogo entre los técnicos y los actores sociales, son los propios representantes electos los que deben tomar
la decisión de sentarse con esos actores. No a explicar sus políticas o a pedir su voto como antes, sino a com-
partir una decisión, a elaborar una estrategia concertada y a someterse a su control y fiscalización. El problema
es, por una parte, que los representantes siempre buscan reelegirse y obtener alta adhesión electoral, mien-
tras los gr upos sociales que buscan concer tación no siempre pueden y quier en asegurar esas votaciones a
cambio de la par ticipación. Pero es también un asunto de legitimidades en pugna: mientr as la autor idad
electa representa una mayoría clara de electores, una ONG o un “movimiento ciudadano” sólo es portadora
o expresiva de “un problema”, cuyos afectados pueden ser pocos o de tipo difuso. El problema se profundiza
cuando las ONG se posicionan como “representantes de la sociedad civil”, sea por su propia iniciativa o por-
que así son inv estidas por la autor idad o algún or ganismo internacional en busca de “representantes” con
quienes sostener interlocución (Pearce, 2004).

En ciertas ocasiones también la representatividad de las propias organizaciones de la sociedad civil, y por lo
tanto, su capacidad fiscalizador a o controladora es cuestionada. En el caso de las or ganizaciones de mem-
bresía, se da por los lazos que muchas veces mantienen con los líderes políticos opositores a la autoridad en
ejercicio o por la debilidad de su democracia interna. En el caso de las ONG de desarrollo, se da por sus vín-

12 | Instituto Universitario de Estudios Europeos

documento 10:Maquetación 1  30/9/09  10:34  Página 12



culos con la cooperación y el financiamiento internacional, que escapa a la accountability de las autoridades
locales o nacionales. 

El dilema del comando se refiere al control de las acciones por parte del responsable público. La tradición “Es-
tado-céntrica” –para usar la expresión de Osvaldo Sunkel– que sobrevive tanto en los funcionarios como en
los diseños institucionales sub yacentes en múltiples políticas y pr ogramas, representa una gran dificultad,
fundamentada por lo demás, en un genuino interés en la defensa del interés general. Pero más allá de ella, la
necesidad de cumplir metas precisas de gestión, la mayor disponibilidad de recursos financieros, la aplica-
ción nacional de pr ogramas –versus el carácter local de las concer taciones–, son presiones que llevan a los
funcionarios públicos a asegurar el control y la previsibilidad de las acciones y dificultan la construcción de
instancias participativas y de concer tación, que les obligarían a una gestión más abier ta, flexible y menos
previsible. Por otra parte, como señala C ravacuore, las relaciones entre las organizaciones sociales y el Es-
tado tienden a ser r adiales. “La radialidad se expresa en que el Estado queda en el centr o del esquema de
relaciones, los distintos actores se relacionan directamente con el municipio y escasamente entre ellos. Esto
deposita en el Estado la responsabilidad mayor de la articulación, habida cuenta de que es poco común que
las organizaciones de la sociedad civil cooperen entre sí por propia iniciativa” (Cravacuore et al., 2004: 40)

La eficiencia que crecientemente se demanda al Estado en su gestión plantea también dilemas impor tan-
tes, pues por una par te, no está demostr ada la may or eficiencia costo / beneficio de las acciones
participativas que demandan mayor inversión en recursos humanos y otros rubros difíciles de justificar en
esos términos. En el caso de las acciones concertadas, el mero proceso de coordinarse insume tiempo, que
no está asociado directamente a resultados verificables, aunque puede ser un requisito para ello (Daubón,
2008). Los tiempos de la administr ación están prefijados, lo mismo ocurr e con los tiempos de la política
electoral, mientras que la coordinación sólo puede determinar una planificación temporal una vez que ya
se haya construido un “nosotros” (Bebbington et al., 2005: 22). Someterse a la contraloría ciudadana contiene
una dosis de incertidumbre que contraviene las exigencias de la planificación “desde arriba” y los métodos
de gestión por resultados, normalmente provenientes del sector privado.

Un cuarto conjunto de dilemas se refiere a aspectos de los marcos legales, que abarca desde el legalismo de
la tradición jurídica y administrativa latinoamericana, hasta las normas que orientan la actuación funciona-
ria, mucho más apr opiadas a la jer arquía de las instituciones v erticales y, recientemente, a la gestión por
resultados en las agencias sometidas a la modernización. La limitada accountability de la acción estatal y lo
escasamente extendido que están las prácticas de rendición de cuentas, son por su parte, tanto un rasgo de
cultura organizacional, como una limitación de los mar cos legales. De allí que cambios en esa nor mativa
abren nuevos escenarios interesantes que favorecen la concertación. Así ocurre en el plano local con la ex-
periencia de los pr esupuestos participativos; siempre arrancan con la r endición de cuentas de los años
anteriores y en el plano nacional con las iniciativas desarrolladas por diversos mecanismos institucionales de
contraloría social y transparencia. (Saldaña, 2004: 56 y 57) 

Se puede advertir que los dilemas pr ecedentes no son de fácil r esolución para el sector público: por una
parte pueden ser vistos como desafíos de cambio e innovación y, por la otra, representan también límites que
la realidad impone hoy en día a la profundización de las instancias institucionales de participación. 
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4.2. Los dilemas de la sociedad civil

Desde el lado de la sociedad civil también se presentan dilemas de difícil resolución a la hora de participar de
mecanismos institucionales de concertación. El primero de ellos se refiere a la autonomía de sus organiza-
ciones, siendo quizás uno de los rasgos que más la identifica. ¿Cómo ingresar en una agenda coordinada para
el desarrollo de una política pública sin sacrificar esa condición autónoma? La necesidad de aceptar autoli-
mitaciones en la acción y los límites propios de las instancias en las que participa, son el primer escollo. Pero
también lo es la tradición “peticionista”, reivindicativa o de conflicto que, en todos los casos, sitúa a las orga-
nizaciones sociales “al frente” del Estado, dialogando o confrontándose con él desde fuera6. La concertación
y las for mas de par ticipación institucionalizada obligan a sentarse en la misma mesa y concor dar algunas
iniciativas y responsabilidades en común.

Un segundo dilema se refiere a las estrategias de acumulación política en el espacio de la sociedad civil. El
resurgimiento contemporáneo de la noción de sociedad civil sucedió en el contexto de lucha contra el Estado,
por la democratización y respeto de los derechos humanos fundamentales. De esta manera, la sociedad civil
se asoció con demandas políticas en períodos de cierr e o restricción del espacio político. En la etapa poste-
rior de may or cooperación entre Estado y sociedad, se tiende a per der el sentido crítico en la noción de
sociedad civil. En este contexto, surge la noción de “tercer sector” que aparece como el “lado virtuoso” de la
sociedad civil, en la medida que no se plantea la confrontación de intereses, sino solamente el subsidio de las
insuficiencias de la acción estatal a través de la asociación pragmática de individuos, que buscan “soluciones
concretas” a problemas puntuales7. 

Adicionalmente, la reconstrucción de los partidos políticos y el sistema de representación trajo de vuelta las
prácticas usuales de mediación política, disminuy endo la connotación política de las or ganizaciones de la
sociedad civil. Sin embargo, la sociedad civil no es homogénea y coexisten en su interior diversas tendencias
e intereses de todo orden. De tal manera que al vincularse con el Estado , las organizaciones que “represen-
tan” o encar nan a la sociedad civil se encuentr an en un papel difícil de sostener : Éstas deben encontr ar el
modo de procesar sus diferencias, con el fin de poder actuar de modo relativamente coordinado. Este es un
tipo de dilema frecuente en organizaciones de base, frente a las dificultades de la concertación con el Estado
en instancias par ticipativas institucionalizadas pero poco eficaces. Como lo expresa gráficamente Evelina
Dagnino, la pregunta es acuciante “¿qué estamos haciendo aquí?, ¿qué proyecto estamos fortaleciendo?, ¿no
ganaríamos más con otro tipo de estrategia que priorizara la organización y la movilización de la sociedad en
vez de actuar junto con el Estado?” (Dagnino, 2004, citada en Canto, 2005: 1). Cabe desatacar que, dentro de
la sociedad civil también actúan las tendencias y pr opuestas políticas, en especial, aquellas menos r epre-
sentadas en el espacio político formal. La sociedad civil se vuelve el espacio posible para hacer política, pero
ahora en coexistencia con el espacio político institucional.

Al analizar las diferentes definiciones de participación, es posible identificar que bajo la misma palabra sub-
yacen significados difer entes. En tér minos de las exper iencias concretas en las que la sociedad civil se
involucra en acciones concertadas, se puede ver al menos tres temas o lógicas principales presentes en ellas,
tal como lo expresa Manuel Canto: “la incidencia en las estr ucturas gubernamentales y en las políticas pú-
blicas; la transformación del orden social y político y , finalmente, el asunto de la exigibilidad de der echos”

14 | Instituto Universitario de Estudios Europeos

6 También están presentes aquí expectativas existentes sobre el papel del Estado , expectativas generalmente afincadas en el r ol tradicional de éste como
proveedor de servicios y la oposición a formas de privatización de los mismos. 

7 En la relación con el Estado elude la reflexión específica sobre el alcance y los roles de éste, presionando en la práctica por el Estado mínimo. Al despoliti-
zar el término y prescindir de cualquier apelación universalista y de derechos, los actores de la SC comienzan a ser cada vez más la filantropía, las empresas
“socialmente responsables” y el voluntariado. Se articulan funcionalmente a una estrategia de externalización de servicios y Estado “subsidiario”.
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(Canto, 2005: 4). Aunque, tal como lo señala el mismo autor, es pronto para obtener evidencias concluyentes.
La evolución de algunas exper iencias mexicanas que él analiza muestr a diversas dificultades para las orga-
nizaciones civiles. Por una parte, “se logra incorporar los asuntos en las agendas municipales, pero se pierde
capacidad para incidir en las decisiones y la implementación” y, por otra, los resultados dependen más del es-
fuerzo de las propias organizaciones, pero “aún no alcanza un nivel de institucionalización que le permita ser
promovida específicamente por las políticas públicas, ni contar con un marco de organización gubernamental
que sea consistente con la participación social” (Canto, 2006: 11) 

Si bien lo anterior podría fortalecer aún más la concertación, supone enfrentar el tercer dilema que es el de
la fragmentación interna de la sociedad civil. Las transformaciones producidas por los cambios en el mundo
del trabajo –precarización del empleo, incremento del sector infor mal, debilitamiento de los actor es sindi-
cales, subcontratación y “maquila” articulada a la pr oducción formal–, unidas a las cr isis económicas y
sociales, la migración, el debilitamiento de las políticas sociales del Estado son, entre otros, los fenómenos que
producen una sociedad altamente fragmentada y con bajas capacidades de articulación interna, aún en con-
textos de alta densidad or ganizacional. No están al alcance de las or ganizaciones sociales estr ategias de
concertación de alcance nacional con actor es estructurados como las que se desarr ollaron en Europa en la
postguerra. Hoy en día, los escenar ios son también más heter ogéneos y las categorías sociales se tienden a
agregar en luchas defensivas y a disgregar en coyunturas de cooperación y construcción de alternativas. La
mayor heterogeneidad de actores e intereses, los escenarios cambiantes e inciertos, dificultan la construcción
participativa de lo público, tanto para los métodos tradicionales de gestión pública como para las emergen-
tes modalidades participativas. 

5. Diferentes alcances de la concertación 
pública
La concertación entre actores sociales organizados y el Estado se or igina –sobre todo en Amér ica Latina–
como innovación de una cultura política marcada por rasgos adversos para la construcción de espacios pú-
blicos deliberativos y para la construcción de consensos horizontales entre actores diversos. Nos referimos al
clientelismo y patr imonialismo político; relaciones entre estado y sociedad de carácter instr umentales y la
falta de autonomía. También, resultan una modalidad innovadora de participación respecto de las pautas de
confrontación entre Estado y gr upos populares, que también es una práctica bastante extendida, con mo-
mentos más o menos álgidos, dependiendo de las coyunturas políticas. 

Ninguna de las pautas tradicionales desaparece por el hecho de que surjan experiencias de concertación. El
clientelismo se reproduce en diversos ámbitos, incluidos los espacios de concertación, sobrevive a las inno-
vaciones, aunque se modere su impacto e intensidad (Durston, 2005)8. El desafío de la concertación es el de
generar dinámicas continuas de pr ofundización de las instancias deliber ativas y de par ticipación especial-
mente en los niv eles subnacionales , aumentando por una par te la incidencia r elativa de los sector es
tradicionalmente excluidos, e introduciendo más y mejor es mecanismos de tr ansparencia y control públi-
cos para cualquiera de las formas de asignación de bienes y ser vicios públicos. El aspecto “sustantivo” aquí
mencionado es de fundamental importancia: se trata de un Estado que crecientemente focaliza su acción en
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8 Como bien puntualiza Durston, el clientelismo y la política local son los “temas tabú” de los programas de desarrollo. Pero su existencia y persistencia
no debe llevar a su demonización, también el clientelismo tiene grados, aperturas y resultados mixtos, dependiendo de los balances de poder entre los
actores. 
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los gr upos empobrecidos, marginados, invisibles par a las agendas dominantes , etc. De tal maner a que,
cuando se asume el desafío de concertación, se están proponiendo respuestas para organizar y dar un con-
tenido de ciudadanía activ a a esa opción. Las exper iencias de democracia participativa local como Villa El
Salvador en Lima o los pr esupuestos participativos en Brasil, se han hecho conocidas por este elemento y
algo similar se anuncia en algunos ejemplos de la r eciente generación de políticas sociales post ajuste es-
tructural (Klisberg, 2006). 

Las oportunidades políticas surgidas “desde arriba”, como iniciativa institucional y ofer ta participativa del
Estado, tanto como la dinámica impulsada “desde abajo”, como presión creciente de los actores sociales, pue-
den dar origen a instancias de concertación. Sin embargo, lo clave es el momento y modalidad en que ambos
movimientos se encuentran y el alcance con que lo hacen. Así, las iniciativas de política logran constituir es-
pacios públicos de concer tación sólo si encuentr an contr apartes y dinámicas locales adecuadas (o
contribuyen a fortalecerlas)9. 

En los casos en que la dinámica de concertación surge como una iniciativa específica en una localidad deter-
minada, gener almente existe tr as ella una tr ayectoria de or ganización social, pr oyectos de desarr ollo y
movilización política, entre otros. El desafío principal en estos casos es la continuidad y la institucionalización
de los esfuer zos. Algo similar ocurr e con las iniciativ as surgidas de proyectos de cooperación internacional,
especialmente aquellos canalizados a través de ONG. En los ámbitos de política social y acción contr a la po-
breza estos esfuerzos son fundamentales, pero no reciben la atención que requieren para llevarlos a escala y
permitir su replicabilidad. Esto tiene que ver en parte porque las iniciativas que están en curso no siguen nin-
gún formato predeterminado, no son muy conocidas por quienes observan los programa gubernamentales, no
se pueden ordenar según un paradigma único y ocurren principalmente en el nivel local (Dowbor, 2006; De-
lamaza, 2003). En Brasil se registran buenos ejemplos de ello, como el descrito a continuación:

“en Londrina [donde] un acuerdo con los camioneros permitió que el vertedero de escombros recogidos en la ciu-
dad se concentrara cerca de una trituradora de escombros y una fábrica de bloques, transformando un costo en
lucro. En Amapá, la organización de los recolectores de castaña en una cooperativa permitió, mediante la asocia-
ción con la univ ersidad y la disponibilidad de un labor atorio, v ender las esencias extr aídas dir ectamente a
empresas de perfumes de Francia, en lugar de vender la castaña bruta a los intermediarios” (Dowbor, 2006: 3).

La concertación es muy diversa, se refiere a distintos temas que van, desde la organización para la provisión
de determinados servicios públicos, hasta la formulación de las políticas públicas. Su alcance puede ser una
comunidad pequeña, un barr io urbano o bien extenderse a toda una ciudad, como es el caso de los pr esu-
puestos par ticipativos br asileños o la planeación par ticipativa en C olombia. También pueden abar car
distintas fases de la política pública: diagnóstico, formulación, adopción de decisiones, gestión y evaluación
(Font et. al., 2000: 121). Visto así son muchas las políticas que utilizan modalidades de concertación, aunque
difieren mucho en cuanto a su potencial de constr ucción de gobernanza, complejidad, etc. Esta diferencia-
ción no responde necesariamente a necesidades funcionales, sino más bien a la propia desarticulación de la
iniciativa estatal, que en estas materias presenta orientaciones muy poco coherentes entre sí. Encontramos
la presencia estatal tanto en la promoción de una ciudadanía activa como en su contrario, donde las inicia-
tivas no logran desarrollarse por falta de marcos jurídicos o de apoyo político adecuado10. 
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9 Colombia sería un caso en el que la infraestructura legal de la participación social es extraordinariamente amplia, pero en muchos lugares carece de con-
trapartes socialmente activas y por lo tanto su aplicación es escasa. A demás está más orientada al control y vigilancia ciudadana sobre el Estado que a la
construcción de espacios de concertación. (Velásquez y González, 2003)

10 Cravacuore, por su parte propone la siguiente escala creciente de complejidad de las articulaciones: a) acuerdos para una acción particular por una vez con
capacidad de repetición; b) acuerdos para una acción particular sostenida en el tiempo; c) acuerdos para una serie de acciones con capacidad de repeti-
ción; d) acuerdo para una serie de acciones sostenida en el tiempo. (Cravacuore et al, 2004: 50)
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También, el enfoque de concertación ha ido cambiando según la evolución de las políticas sociales y sus re-
querimientos. En el período de auge de las políticas focalizadas , la reducción de los fondos públicos y el
surgimiento de los Fondos de Inversión Social por toda América Latina, la concertación se limitó principal-
mente al desarr ollo de “diagnósticos participativos”, vale decir en la deter minación más adecuada de la
demanda, como una forma de orientar mejor los recursos de los pequeños proyectos locales y asegurar algún
nivel de control social sobre la implementación. 

En iniciativas actuales de programas multisectoriales como Bolsa Familia en Brasil y Oportunidades en México,
la concertación entre Estado y SC forma parte de la conceptualización misma de los programas: mientras el pri-
mero debe asegurar ciertos derechos y cober turas a un conjunto deter minado de población mar ginada, las
OSC y las ONG de desarrollo deben actuar en el diseño local y su implementación. Se espera también de estas
intervenciones algo más que la mera provisión de servicios, encaminándose al fortalecimiento del capital so-
cial de las comunidades 11. Algunos de ellos han gener ado instancias per manentes de concer tación con
funciones crecientes, como Bolsa Familia, que establece la concertación de los niveles de la administración y
la paridad entre representantes de la SC y el Estado en el niv el local. La necesidad de for talecer la asociativi-
dad y las capacidades de interlocución de los grupos sociales, forman ahora parte de las metas de la política12. 

En cualquier caso, la gestión de las políticas sociales v a adquiriendo crecientemente un carácter multiacto-
ral o multiorganizacional, poniendo en el centr o los problemas de coordinación y dando lugar a difer entes
arreglos institucionales según sea la naturaleza del problema abordado, el bien o servicio provisto y los obje-
tivos del programa. En los casos de conducción centr alizada, los desafíos son menores, pero van creciendo
en la medida en que la ejecución está externalizada o el programa se ejecuta a través de redes de actores di-
versos, las cuales pueden también tener distintos niveles de complejidad13. 

También puede combinarse la complejidad con la institucionalización que involucra. En el nivel más básico,
se encuentran aquellos procesos orientados principalmente a la asignación de prioridades para la inversión
pública. Generalmente, se trata más bien de procesos de consulta, de carácter instrumental, donde la agenda
está definida por el actor estatal y los r esultados se refieren a opciones entr e alternativas prefijadas o se-
cuencias temporales. Un nivel de may or complejidad está r epresentado por los pr ocesos de planeación
participativa, cuyo marco temporal es más amplio y que supone un diálogo menos puntual y específico entre
autoridades y ciudadanos. Un tercer nivel se refiere directamente a la toma de decisiones sobre proyectos e
iniciativas específicas. Estos dos últimos niv eles suponen la v erificación de algún pr oceso de deliberación
pública, así como de negociación sucesiv a de intereses, prioridades y propuestas. Es decir, no se trata sola-
mente de abrir espacios de participación sin atender a la metodología específica necesaria para obtener los
objetivos planteados. 

Un proceso continuo y más complejo, que supone un grado importante de maduración previa es cuando se
incluyen aspectos de control sobre la implementación, la evaluación del proceso y la reformulación de nue-
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11 Estos desarrollos aún no han sido evaluados suficientemente, en parte por lo recientes que son varios de estos programas. Si bien introducen nociones de
derechos universales garantizados combinándolas con estrategias de focalización en pobreza, parece aún débilmente justificado considerarlos como una
base firme para “grandes concertaciones nacionales en áreas clave” al modo de los países nórdicos, como lo insinúa Klisberg. (Klisberg, 2006: 43). Los su-
puestos de la concertación social nacional de los Estados de bienestar están lejos de cumplirse en los países que han intr oducido este tipo de programas,
orientados más que nada a evitar las consecuencias de la miseria extrema de grupos que siguen estando estructuralmente marginados.  

12 “La debilidad e las expresiones y representación de los intereses ciudadanos, por ejemplo, en la provisión de servicios, es parte de un déficit de participa-
ción democrática, pero también de insatisfactor ios resultados en los desempeños de los sector es sociales. De ahí la impor tancia de políticas, normas e
instituciones que favorezcan la asociatividad” (Hardy, 2002: 366)

13 “La constitución y consolidación de estas redes forman parte de los propósitos de programas entre cuyos objetivos está estimular el aprendizaje compar-
tido, el mejor aprovechamiento de los recursos y la acumulación de impactos. Ejemplos de estos programas son los de desarrollo local o comunitario en
los que se pr ocura, a través del establecimiento de r elaciones entre actores, abrir oportunidades para nuevas iniciativas y desarrollar procesos de cons-
trucción de capital social” (Martínez Nogueira, 2006: 149)
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vas etapas, incluyendo las reglas mismas de la concertación. La situación más avanzada se da cuando las re-
glas de dicha concer tación han sido pr eviamente concordadas entre los actores participantes y cuando se
pueden renegociar de manera también concertada a medida que evoluciona el proceso mismo. En esos casos,
podemos decir que estamos realmente en presencia de consensos horizontales y redes autosoportadas y con
capacidad de adaptación. Esto no es sólo un pr oblema de reglamentación o marco legal, es sobre todo, una
medida de su efectividad política y exigibilidad social. Algunas experiencias avanzadas de presupuestos par-
ticipativos, como Belo Horizonte y Porto Alegre en Brasil o comunidades altamente cohesionadas con acceso
al municipio, como Toribío en Colombia han incorporado este tipo de prácticas (Avritzer, 2002; Velásquez y
González, 2003).

Finalmente, podemos mencionar el surgimiento de nuevas agencias mixtas, donde la participación está con-
siderada como un componente r egular de la administr ación. No siempre este tipo de agencias – como
consorcios intermunicipales, agencias de desarrollo municipal o regional – están bien conectadas con las di-
námicas de par ticipación y concer tación local pr eviamente establecidas . Lo pr opio ocurr e en cier tas
ocasiones, cuando un proyecto nacional toma como modelo una experiencia local, pero en la estandarización
normativa, reglamentaria y de asignación de recursos, termina cerrando el espacio local previo. En el incre-
mento de escala se presentan algunos de los desafíos más difíciles para participación ciudadana en la política
pública, pues la flexibilidad y per tinencia local de la exper iencia inicial no puede luego gener alizarse fácil-
mente. Así ocurrió en Chile, en el caso del Programa Puente, destinado a apoyar directamente a familias de
estratos de extrema pobreza. Dicho programa se inspiró explícitamente en parte en la experiencia del Modelo
de Atención Familiar de la Municipalidad de Quillota, cerca de Santiago. Sin embargo, cuando el Programa
Puente se tuvo que aplicar en dicha comuna, obligó al equipo municipal a desactiv ar el modelo local, por
cuanto el Programa Puente, al formar parte del diseño del gobierno central, contaba con recursos asignados
desde el nivel central, lo que no ocurría con el modelo de Q uillota (Ruz y Palma, 2005). Algo similar sucedió
en el paso de los pr esupuestos participativos de nivel municipal a los estaduales en B rasil, donde los éxitos
han sido menores a los esperados14. 

La evolución propuesta resulta especialmente difícil par a la tradición estatal latinoamer icana homogénea,
centralizada y jerarquizada. Para la concertación de carácter sectorial, el desafío es de autonomía de las agen-
cias concer nidas, así como de apo yo político suficiente par a corr er los r iesgos implícitos y super ar los
obstáculos que se presentan. El mismo instrumento de concertación puede sufrir grandes transformaciones
según sea su situación respecto de la dinámica política en la que se inserta15. En el plano local, la proyección
y el incremento de impacto (scaling up) de esas experiencias depende directamente de avances sostenidos en
el proceso de descentralización, el apoyo que reciban desde los niveles superiores de la acción pública y la ma-
nutención de su autonomía de decisiones . D espués del impulso inno vador, se r equieren estr ategias
específicas que apunten a la institucionalización y el cambio político, estrategias que trascienden los niveles
locales y comprometen otro tipo de actores y procesos (legislativos, de diseños organizacionales, lógicas de
asignación presupuestaria, normatividad y reglamentaciones, etc.). Este problema es muy fr ecuente entre
las innovaciones institucionales, especialmente en el nivel local. Generalmente, surgen de un modo perifé-
rico a las corrientes principales, como expresiones de la renegociación local de las reglas y orientaciones de
políticas, sea entre el nivel municipal y el nacional o entre los responsables de los programas y la base social.
El gran desafío es, por lo tanto, hacer posible el incremento de impacto y la sostenibilidad. Posiblemente uno
de los factores de éxito de los presupuestos participativos en Brasil sea el alto grado de descentralización del
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14 Ver al respecto la edición brasileña de Le Monde Diplomatique de marzo de 2009, en la que aparecen tres artículos abordando las limitaciones de la estra-
tegia de presupuestos participativos: Limites Intrinsecos do Orcamento Participativo de Marcelo Kunrath y Giampaolo Baiocchi; A Relevancia Politica de
la Participacion Popular de Leonardo Avritzer y Até Onde Vao os Efeitos Redistributivos do Orcamento Participativo de Adalmir Marquetti.

15 Un caso que ilustra esta situación es la evolución de la Mesa de Concertación de Lucha contra la Pobreza en el marco de los cambios políticos en Perú. (Pan-
fichi, 2006)
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país, mientras que las dificultades de los mismos en Perú se relacionen con las inconsistencias de su proceso
de descentralización (Navarro, 2003; Remy, 2005). 

Las consideraciones anteriores permiten relativizar la idea de que los problemas de la concertación son más
fácilmente abordables en la esfera local, que en los niveles nacionales. La experiencia muestra iniciativas re-
levantes y exitosas en el niv el local cuando se logr a desarrollar una gestión pública “de proximidad” y se
aprovechan sus ventajas. Sin embargo, no obtienen los mismos resultados en sus diferentes aplicaciones, por
diferentes razones que condicionan “desde fuera” las concertaciones locales. A modo de ejemplo, puede se-
ñalarse las dificultades de lograr una adecuada “transversalidad” o “multidimensionalidad” en el enfoque de
los problemas locales. “Dificultades que tienen que ver con la escasa corresponsabilización transversal den-
tro de la estructura de gobierno para el impulso y la asunción de esos r esultados participativos y se acaban
reflejando en la adopción en la práctica de enfoques temáticos limitados” (Blanco y Gomá, 2003: 93). Algo si-
milar ocurre cuando un acuerdo local sólido rebasa los límites impuestos por la política sectorial y no puede
implementarse, como ocurrió con los temas relativos al aborto en el Distrito Federal de México, en el marco
de una política local compartida –bajo la forma de una Red– de defensa y promoción de los derechos sexua-
les y reproductivos16. 

Si las políticas locales requieren de mayor autonomía para poder fortalecer su estrategia concertada, las sec-
toriales tienen la v entaja de poder establecer instancias más funcionales y acotadas , como consejos
consultivos y mecanismos de contr ol social, relacionados con aspectos específicos del diseño e implemen-
tación de la política. Ese mismo rasgo, sin embargo, conduce a veces a una suerte de “profesionalización” de
los participantes, que tienden a provenir de ONG de desarrollo más que expresar la diversidad de la organi-
zación social. Por otra parte, experiencias como el presupuesto participativo, que han demostrado eficacia en
desarrollar la concertación para problemas relacionados con intereses colectivos y comunitarios, particular-
mente infraestructura urbana, no revelan igual potencialidad frente a temas como la vivienda social, donde
están comprometidos intereses mucho más individuales y familiar es y donde el vínculo con la política sec-
torial es decisivo (Filgueiras, 2005). 

6. Concertación y efectividad de la gestión 
pública
La dinámica y resultados de las estrategias de concertación dependen mucho de las competencias adecua-
das de los actores para la tarea que emprenden. Algunas de ellas vienen determinadas por los marcos legales,
como las atr ibuciones de las autor idades en los distintos niv eles de la administr ación, lo cual se r elaciona
con la profundidad y coherencia de los procesos de descentralización. A veces agencias centrales “imponen”,
sobre las realidades locales, reglas de concer tación que luego no se cumplen o si lo hacen, es de un modo
meramente formal. Otras son las múltiples “experiencias piloto” impulsadas por la cooperación internacio-
nal, que comienzan y ter minan con el financiamiento del pr oyecto, pero no toman en cuenta la nor mativa
permanente que regula las instituciones17. 
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16 “En la medida que se trata de un trabajo realizado en el marco de un reglamento oficial en la materia, existen algunos aspectos relacionados con la salud
sexual y reproductiva, que aún formando parte de la plataforma programática de Red, no son abordados en los documentos (de política)” (Alvarez, 2003:
305) 

17 A la inversa, cuando en Brasil, fuerzas políticas nacionales impugnaron el presupuesto participativo en términos constitucionales, resultó decisiva para man-
tenerlo la orientación pro participación de la constitución brasileña (Avritzer, 2002)
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Si se actúa de acuerdo a las atribuciones efectivas, la mayor parte de las experiencias muestran que es nece-
saria también la concurr encia de la v oluntad política persistente y un financiamiento adecuado . A veces,
ambos factores están relacionados, como en el caso de los pr esupuestos participativos: “las autoridades lo-
cales deben tener una fuerte voluntad política para compartir con sus electores una proporción considerable
del poder que detentan (...) [al mismo tiempo que] una proporción satisfactoria del presupuesto que se va a
invertir”, al menos para romper el escepticismo inicial y generar la confianza necesaria (Navarro, 2003: 287)

El problema de la efectividad en lograr cambios concretos también se relaciona con el alcance de la concer-
tación y la imbr icación entre niveles de la administr ación. Por ejemplo, en el caso de comunas pobr es o
marginales, se plantea la necesidad de negociar adecuadamente con las instancias del poder público (que
asignan los recursos, que toman decisiones de regulación que afectan a las comunas, etc.), así como concer-
tar con actores económicos extralocales que influyen en la inversión urbana, la creación de empleo, etc. Cabe
destacar, que no sólo importa la asimetría interna de poder de los actores que se conciertan, también la exis-
tente entre los diversos niveles de la administración. Más que “alinear” las instancias locales o menores a las
orientaciones políticas mayores, lo que se requiere es la capacidad de renegociar al alza las condiciones en que
la instancia de concertación funciona. Una de las mayores resistencias de los alcaldes y autor idades locales
a la concertación estratégica con organizaciones sociales es el temor a la “explosión de las expectativas” y el
efecto boomerang que ello puede producirles. Sin embargo, puede decirse que en ese caso existe un espacio
de concertación posible entre los actores sociales e institucionales de una localidad para fortalecer su capa-
cidad negociadora frente a los gobiernos centrales18. 

Otro aspecto importante es la capacitación de los funcionarios públicos, relacionada no tanto con materias
técnicas, sino con habilidades de diálogo, negociación de prioridades, manejo de conflictos, etc. La gestión
de redes de política pública que incluyen actores no gubernamentales, también diversos entre sí, supone ca-
pacidades que normalmente no forman parte del acervo de los funcionarios. Incluso la definición misma del
rol funcionario de impronta weberiana que se atiene a las r eglas y no hace nada más que lo que está legal-
mente prescrito, se ve desafiada por los requerimientos de liderazgo, compromiso con la experiencia y diálogo
horizontal con actores no sometidos a sus mismas reglas. Más que un mero ejecutor, al funcionario se le de-
manda pr oactividad, capacidad de gestión, tr ansparencia y, obviamente, conocimiento local y social, y
capacidad política en la medida que debe negociar con actores ya organizados con trayectoria previa. 

Los desafíos anteriores se vinculan a lo que podríamos llamar “el último eslabón de la cadena de la imple-
mentación”, donde se establece el vínculo concreto entre la administración y la población organizada. Es allí
donde los funcionarios y promotores, su rol y definición, resultan claves. En ese espacio ocurren procesos de
“renegociación” de las políticas, pues los funcionarios adaptan la oferta a su conocimiento y vínculos con las
redes locales, mientras las organizaciones sociales hacen lo pr opio para aprovechar las oportunidades que
identifican en la política social. Si bien este encuentro activo de los programas con la demanda local está con-
siderado en el diseño de los programas sociales recientes –como Oportunidades en México, Bolsa Familia en
Brasil y Chile Solidario en Chile– no se ha ajustado la organización pública para cumplir estos nuevos roles.
La tensión a la que se ven sometidas las redes de solidaridad y reciprocidad, la sobrecarga que se ejerce sobre
las mujeres en la vida social popular –que deben sumar a su rol productivo y reproductivo doméstico el de la
participación y gestión de los programas sociales, normalmente en calidad de voluntarias– y las diversas ac-
titudes de los funcionarios de terreno son parte de los problemas no resueltos en estos programas (González
de la Rocha, 2005) 
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18 Experiencias locales de cooperación efectiva han surgido cuando “ni los ciudadanos ni el gobierno esperaron que el gobierno o algún organismo externo
les ayudara. Dependieron de sus propias fortalezas y recursos y confiaron uno en el otro a medida que marcaban un rumbo hacia la transformación de su
ciudad” (Guiza, 2003: 214)
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Sin embargo, los factores críticos relativos a la gestión no se limitan a la administración, sino que desafían tam-
bién a la pr opia or ganización social. P or una par te, a las capacidades de gestión existentes en las
organizaciones, ya que las habilidades requeridas para la lucha reivindicativa no son las mismas que las r e-
queridas para la gestión concertada y cooperativa. La habilitación de los dirigentes en temas técnicos, el apoyo
de agentes externos, y la disponibilidad de información, pasan a ser variables claves. También, se ponen en
juego capacidades relacionadas con la fortaleza de las redes que las organizaciones animan. Es, por una parte,
una cuestión de representatividad, pero también, de movilizar efectivamente a las comunidades en el marco
de los proyectos que se acuerdan19. 

Las ONG de servicio o de desarrollo presentan una situación particular. Se trata de estructuras profesiona-
lizadas al menos en parte, cuya función no es representativa, pero que normalmente no se limitan a un rol
de ejecución técnica, sino que son “voceros”, proponentes y críticos de la gestión guber nativa en áreas de-
terminadas. Aquí la concertación requiere la construcción de un espacio de entendimiento entre éstas y el
gobierno, así como también de reglas adecuadas de vinculación con las organizaciones de base de carácter
representativo. 

Hay problemas específicos que presenta la gestión concertada que están menos presentes en otras alterna-
tivas. En un análisis comparativo de cinco proyectos de la ciudad de Buenos Aires, se concluyó que, en todos
ellos, se utilizó más tiempo que si se hubiese realizado sin articulación de actores. Los recursos humanos así
como los económicos empleados y los problemas de gestión suscitados por el proyecto, en cambio, tendían
a ser iguales o menores en el caso de los proyectos que involucraban concertación de actores (Cravacuore et
al, 2004: 56)20. El factor tiempo pasa a ser de este modo, un factor clave. En primer lugar, porque el tiempo es
un factor político y por lo tanto obtenerlo y disponer de él en magnitud adecuada se r elaciona con el apoyo
político que se tenga. Pero también, porque el manejo del tiempo es esencial en la relación entre actores di-
versos, particularmente por las diferencias entre el “tiempo social” y el “tiempo institucional” definido por los
calendarios presupuestales y los períodos políticos. 

¿Cuándo conviene concertarse? En un trabajo sobre partnerships, se propone una forma avanzada de ellas
(synergistic partnerships) que podría asimilarse a espacios de concer tación como los que tratamos en este
trabajo. Los autores señalan que las partnerships sinérgicas convienen cuando el problema es complejo, sis-
témico y duradero; cuando los resultados sólo pueden obtenerse en un marco de tiempo extendido, ya que
este tipo de alianza r esulta más comprensiva y continua par a sostener los beneficios iniciales y constr uir
impactos de largo plazo. Finalmente, se considera conveniente cuando el contexto es volátil, pues la diver-
sidad permite compartir los r iesgos existentes. (Levinger y M c Leod: 2002: 44) D e acuerdo a ese mismo
análisis, los beneficios generales de las alianzas sinérgicas se refieren a la coordinación, la comprensividad
y la continuidad. La primera permite identificar mejor necesidades, problemas de cobertura y asignar los re-
cursos de acuerdo a ello. La comprensividad se refiere a la siner gia entre actividades, que puede per mitir
enfoques múltiples para problemas complejos. Y la continuidad pr ovee de mayor eficiencia e impacto a
largo plazo. Los impactos se pr oducen tanto en los beneficiar ios, como en los pr opios participantes de la
alianza. Mientras, probablemente los primeros obtengan una mayor y mejor provisión de bienes y servicios,
los participantes directos obtienen efectos más intangibles que se tr aducen en aprendizaje organizacional
y capital social (Id: 31).
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19 “Es común encontrar a dirigentes políticos enmascarados detrás de organizaciones sociales, a lo que se suman car encias de legitimidad interna, de con-
sensos alcanzados  de liderazgos, junto a la permanencia de relaciones clientelares y un bajo grado de transparencia en lo que respecta al uso de los recursos”.
(Cravacuore et al, 2004: 40)

20 Al mismo tiempo la comparación sugiere que estos tres últimos factores: recursos humanos, financieros y problemas de gestión tendieron a comportarse
sistemáticamente en el mismo sentido en cada uno de los proyectos, definiendo de tal modo experiencias más o menos exitosas. (Id.) 
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Sin embargo, la pertinencia del enfoque sinérgico o avanzado para problemas multidimensionales, no ase-
gura su mayor viabilidad, por cuanto las exigencias de transformación institucional son también mayores. Así,
tanto la ejecución de pr ogramas a través de alianzas estr atégicas como la for mación de consorcios institu-
cionales, son los arr eglos institucionales más complejos y difíciles de mantener en el tiempo , pues suelen
actuar en contextos institucionales diversos y muchas veces se carece de instrumentos o incentivos para rec-
tificar cursos de acción21. 

¿Qué tipo de logros se obtiene de este tipo de concertaciones? La evidencia no es concluyente, pues se carece
de estudios sistemáticos, pero los que hemos tenido a la vista sugieren ciertos resultados principales. En una
comparación de cuatro experiencias chilenas de concer tación para el desarrollo local en comunas r urales
pobres, se evidenció que, en un plazo de cuatro a cinco años, se obtuvieron logros en términos de nuevas ca-
pacidades de los actor es del terr itorio, diseño de estr ategias locales, carteras de proyectos priorizados, que
expresan concretamente un “proyecto local”, una meta hacia donde se quier e avanzar. También, el surgi-
miento de nuevas instituciones al interior de la municipalidad y nuevas figuras jurídicas en las asociaciones
populares, que van adoptando perfiles “mestizos”, combinando roles diversos según los desafíos que enfren-
tan. El papel del municipio aparece relevado, pero se acrecienta en la medida que los proyectos reconocieron
explícitamente ese rol y que, al mismo tiempo, éste recibió asistencia técnica y asumió estrategias de fortale-
cimiento institucional (Delamaza, 2002). 

En el caso de los municipios en B uenos Aires, el logro mayor fue el desarrollo de competencias para la ges-
tión asociada de pr oyectos, inducido tanto por capacitación como por práctica de la ar ticulación. Los
gobiernos locales mostraron flexibilidad y los pr ogramas se valoraron como aumento de tr ansparencia, fo-
mento de la par ticipación en los planes estr atégicos y disminución del clientelismo , así como may ores
rendimientos con menores costos en algunos casos (Cravacuore et al., 2004: 57-58).

En la comparación de los llamados “espacios públicos de concertación local” se encontró que los resultados
fueron mayores en el fortalecimiento de la vida asociativa y el aumento de las “voces de los pobres” en las de-
cisiones públicas, así como a la gener ación de mayor confianza en la acción colectiv a. Fueron menores, en
cambio, en lo relativo a afectar la distribución de los recursos públicos y mejorar la calidad de vida de comu-
nidades empobrecidas, así como en un cambio más profundo de la cultura política (Bebbington et al., 2005:
16 y ss). 

Los resultados en materia asociativa son producto de esfuerzos deliberados por promover y facilitar la inclu-
sión, que se expr esan en las r eglas del juego que la incentiv aron y que nor malmente parten de dinámicas
sociales previas que facilitaban el proceso. También, se ha visto como relevante la colaboración de agentes ex-
ternos –como ONG– que cumplen un papel de formación y asistencia técnica, pero que también en ocasiones
pueden intermediar entre los actores sociales y la administración en algunas de las coyunturas difíciles. Estos
roles sugieren que, en experiencias complejas, las modalidades organizativas pueden ser diversas y articula-
das entre sí (Filgueiras, 2005).

Por su parte, los procesos desatados a partir de las dinámicas de concertación, cuando estas se instituciona-
lizan, exigen cambios a las propias instancias gubernamentales, requieren de transformaciones internas, con
varios componentes, entre ellos: “creación de nuevas instancias en la estructura del poder municipal; nece-
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21 “Las dificultades que suelen surgir durante la implementación provienen de la distribución diferencial de capacidades entre los integrantes del consorcio,
de la difícil correspondencia entre los aportes y las expectativas del conjunto y de la necesidad de mantener los equilibrios en los ámbitos de conducción
del consorcio” (Martínez Nogueira, 2006: 151)
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saria coordinación entre las estructuras existentes; designación de personal y recursos; mejora de las instan-
cias de planificación; perfeccionamiento de la información para monitoreo de las inversiones, producción de
información técnica, ejecución de las obr as decididas; capacidad par a alterar rutinas administrativas, mo-
dernizar los sectores, formar a los funcionarios en la lógica democrática y participativa, adopción de nuevos
instrumentos de gestión y planificación; adquisición de capacidad del ejecutiv o de administrar conflictos,
establecer negociación entre partes, hacer la articulación entre planificación y presupuesto” (Filgueiras, 2004:
29). En tal sentido, se puede considerar también como un resultado, los cambios en los modos de gestión gu-
bernamental en los niveles locales. 

7. Los participantes de la concertación y la co-
responsabilidad
Una de las características que debe considerarse es que, en los espacios de concertación, participan actores
con muy distinto poder. La pregunta de a quiénes r epresentan es relevante en la medida en que , tal como
hemos visto, se requiere una acumulación de experiencia previa y ciertas capacidades para poder tener éxito,
pero también porque toda instancia de inclusión de algunos es exclusión de otros. De hecho, una de las crí-
ticas usuales a la formación de espacios de concertación donde participen actores sociales es la formación de
“elites participativas”, que tienden a captur ar dichos espacios en función de inter eses particulares, dificul-
tando la posibilidad de constr uir racionalidad pública. Este tema está pr esente cada vez que se conv oca a
representantes de deter minada organización, pues siempre en la dinámica de delegación, se puede hacer
presente la formación de elites y puede haber déficit de control desde las bases. 

Se pueden distinguir diferentes tipos de problemas y desafíos. El primero es si efectivamente, están presen-
tes todos los que deben estar par a una decisión deter minada. Los r equerimientos de la complejidad
contemporánea aconsejan reunir en un diálogo a los diferentes tipos de conocimiento en torno a una cues-
tión determinada: el científico técnico, el de los expertos; el de los involucrados directamente en el problema;
el tradicional de la comunidad y el de los responsables por las decisiones de nivel superior, etc. Eso permite
legitimar de mejor manera, las decisiones que se tomen y las eventuales readecuaciones que la evolución de-
mande. En contextos de alta incertidumbre y desconfianza mutua, ese proceso resulta fundamental. 

Sin embargo esto no es sencillo , pues existe la tendencia fr ecuente a “cerrar” los espacios, con el fin de no
compartir los beneficios que se esperan o controlar de mejor modo las decisiones (a veces también en nom-
bre de la eficacia oper ativa). La pregunta pertinente es si efectiv amente el conjunto de stakeholders está
considerado en las modalidades que convengan a su participación. Muchas veces predomina la lógica de las
redes previamente constituidas y los espacios de concertación no pasan de ser un refuerzo de ello. El diseño
institucional y operativo de las instancias de concertación y la transparencia de sus modos de funcionamiento
y resoluciones, son factores a tomar en cuenta para ello. En medios donde las OSC son escasas y débiles , es
fundamental desarrollar estrategias específicas para involucrar más grupos y de mejor manera. 

Por otra parte se plantea el asunto de los r oles respectivos que cada actor debe tener dentr o de la concerta-
ción. En un momento de cambio significativo de las relaciones entre Estado y sociedad civil, éste es un terreno
de indefiniciones y estrategias diversas. En un estudio sobr e ejecución de programas se propone una siste-
matización de las ventajas comparativas de cada sector para producir bienes públicos:
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Mejor producción por Mejor producción por una organización 
administración pública de la sociedad civil

Cuando es importante prevenir la Cuando los clientes no pueden 
discriminación de las personas usuarias decidir por sí mismos

Cuando es importante que el servicio Cuando el servicio tiene que ver 
llegue a todas las personas con libertades individuales

Cuando son necesarios muchos recursos Cuando el servicio es intensivo en mano de obra
para la prestación del servicio

Cuando no existen empresas y Cuando el servicio tiene una 
organizaciones sociales con tradición historia de prestación anterior 

en la prestación del servicio por parte de la organización

(Vernis: 2005: 93)

Otra forma de esquematizar este problema de las funciones al interior de una estrategia de concertación es
determinar las funciones claves y analizar quienes las están cumpliendo. Una versión de mera coordinación
para complementar esfuerzos mostrará que cada actor está allí para ejecutar una de las funciones críticas. Una
línea más sustantiva y de construcción de sinergias es, en cambio, cuando diverso tipo de actores cumplen
funciones también diversas. Aplicado a las organizaciones sociales y el Estado, una alianza sinérgica podría
mostrar la siguiente imagen:

Dominios de Provisión de Desarrollo de Movilización Investigación Información 
actividad/ Servicios Recursos de Recursos e innovación Pública, 

aliados Humanos educación y 
advocacy

Organizaciones 
de Base

ONG

Sector Público

(Elaboración propia a partir de Levinger y Mc Leod, 2002: 38)

Mientras más llenos estén los casilleros de los distintos actores de modo horizontal, más sinérgica será la re-
lación y mayores los impactos, mientras que una mera coordinación complementaria mostraría siempre a los
actores concentrados principalmente en una de las columnas de la matr iz, es decir complementando es-
fuerzos para una sola dimensión de la acción. El esquema puede desarr ollarse identificando la nómina de
organizaciones dentro de cada categoría y las tareas concretas que cada una de ellas asume dentro de los do-
minios de acción. Permite también visualizar las áreas donde no se actúa de modo concer tado e introducir
modificaciones. (Levinger y Mc Leod, 2002: 59) 
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8. La concertación para el desarrollo en 
espacios locales: algunas variables clave22

El dispositivo conceptual que hemos desarrollado para comprender mejor la complejidad del vínculo entre
Estado y sociedad civil inter mediado por las políticas públicas en los ámbitos locales es el de “espacios pú-
blicos de concer tación local ” (B ebbington et al., 2005). S on espacios de par ticipación dir ecta de las
organizaciones de base pero en los cuales las formas de movilización social han traspasado la pura reivindi-
cación y la r esistencia. Involucran a los actor es de la administr ación, pero éstos han tr aspasado la simple
consulta con los sectores populares y las estrategias de incorporación subordinada. Es decir, se trata de es-
pacios de concer tación donde existen pr ocesos y prácticas de encuentr o, negociación, deliber ación y
construcción de acuerdos entre diferentes tipos de actores, cada uno con sus distintos intereses. 

Se trata de espacios públicos, donde los procesos son visibles, sujetos al monitoreo social y hasta cierto punto
institucionalizados. Cuando no lo son, tales exper iencias permanecen débiles, sujetas a cambios de actitud
o estrategia de los actores involucrados. Si bien no está explícito en el concepto, se trata de espacios de par-
ticipación de organizaciones de base que representan a poblaciones pobres y/o poblaciones que habían sido
previamente excluidas de la deliberación sobre asuntos públicos. Esta calificación es importante, porque no
todos los espacios públicos de concertación local con participación de organizaciones de la sociedad civil in-
cluyen a las or ganizaciones de base de los pobr es o excluidos. De hecho, no hay equidad en el acceso de
diferentes actores a estos espacios locales.

Estos espacios no se construyen de un día para otro, más bien han habido importantes procesos sociales que
los antecedieron y que han influido tanto en la posibilidad de su surgimiento, como en la calidad de su fun-
cionamiento. También, están siempre incrustados ("embedded") en la economía política en la cual existen.
Esto implica que las diferencias de poder, de interés y de recursos materiales que caracterizan a la economía
política, también están presentes en los espacios de concertación. Esto quiere decir que los impactos mate-
riales de la participación, también están muy afectados por las dinámicas de los mer cados, definidas por la
economía política. Las políticas nacionales e inter nacionales, así como otr as variables externas, influyen
mucho en los efectos que éstos pueden tener. Lo local siempre debe ser entendido en términos de su relación
con otras escalas.

Además de lo anterior, estos espacios de concertación están incrustados en el entramado institucional exis-
tente. En algunos casos adaptan o innovan sobre la oferta institucional del Estado, en otras las propuestas de
institucionalización buscan vincularse o influir en espacios donde se discuten políticas o pr ogramas socia-
les relevantes para la localidad y en otros incluso, se busca crear una normativa que les de permanencia. Estos
procesos no tienen un sentido unívoco, ni responden a un mismo modelo de institucionalización política, lo
que significa que sus impactos sobre la participación son también diversos. 

Lo anterior expresa una restricción “estructural” a la par ticipación. Si bien es cier to que nor malmente se
afirma que en el espacio local es donde se puede producir de mejor forma la participación, el problema es que
la autonomía relativa y la disponibilidad de recursos de poder en el ámbito local suele ser muy restringida. De
tal manera que existe una elevada relación entre descentralización y participación, pero en la medida en que
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22 Este apartado está basado en una inv estigación dirigida por el autor  y r ealizada en América Latina sobre espacios públicos de concertación local, cuyos
resultados generales se encuentran publicados en Bebbington et al. , 2005)
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los gobiernos nacionales no confían en la segunda, la pr imera seguirá siendo una demanda par cialmente
atendida (Canto, 2005). El éxito de los presupuestos participativos en Brasil está relacionado con la historia
de la descentralización en ese país. El mismo instrumento utilizado en otro contexto, como es el caso del chi-
leno que enfrenta las limitaciones de una administración mucho más centralizada (Posner, 2003). Asimismo,
la profusión de legislación pr o participación en Colombia expresa la importancia politica que tuv o el tema
para el sistema político en un momento de crisis, a fines de los años ochenta. Mientras tanto en Chile, el pro-
ceso de tr ansición democrática de los no venta no incluyó a la descentr alización como un asunto de
importancia política (Angell, 1999). 

Los espacios públicos de concertación local están definidos territorialmente. En ellos, se encuentran actores
con diferentes identidades e inter eses para discutir sus difer encias y buscar cómo concer tar esfuerzos. No
necesariamente lo hacen en todos los ámbitos. De hecho, en muchos casos pueden concertar en un solo tema
y discrepar mucho en otros. Pero conciertan por lo menos en algo. La noción de concertación no libra a estos
espacios de las asimetrías de infor mación, poder, conflicto, etc., existentes entre los actores que participan.
Modificar eso muchas veces, requiere de una cierta compensación de fuerzas y poderes entre los actores in-
volucrados. Esto se debe a que el concepto de espacio público no niega los conflictos sociales. 

Esta definición de espacios de concertación también supone algún grado de institucionalización, aunque no
necesariamente formal, basada en reglas, decretos de alguna instancia del gobierno o una formalización por
el municipio. Más bien, la institucionalización se refiere a la existencia de códigos, reglas, procedimientos es-
critos acordados y apropiados por un conjunto de actor es gubernamentales y no gubernamentales. Lo que
marca la pauta para hablar de “institucionalización”, es la apropiación social y el peso que tienen los códigos,
reglas, procedimiento en la orientación de las prácticas deliberativas entre actores, sean esos códigos parte o
no del acervo jurídico.

El diseño institucional y las reglas del juego institucional marcan diferencias en las dinámicas de la concer-
tación local. En el apoyo a procesos de concertación no es suficiente con promover las capacidades de acción
colectiva de las or ganizaciones participantes. Se requiere prestar atención al diseño institucional, a los in-
centivos y a las reglas del juego que orientan a los actores definiendo la eficacia e inclusión de los espacios ,
así como su capacidad de profundizar la democracia y limitar la formación de élites participativas. 

Se ha señalado pr eviamente que en Amér ica Latina este tipo de espacios r epresentan un cambio en las
pautas dominantes de la cultur a política, como el clientelismo , el patr imonialismo político, las relacio-
nes meramente instrumentales entre Estado y sociedad o, directamente, la confrontación entre ambos. El
desarrollo y potencialidad de estos espacios dependerá –en parte– del modo en el que logren transformar
algunas de esas variables contextuales. 

En relación al clientelismo, por ejemplo, la concertación intenta modificar una modalidad de relaciones asi-
métricas y no sometida al escrutinio público entre Estado y sociedad, particularmente presente en el caso de
los sectores populares. Ello involucra modificar el particularismo, la falta de normativas aceptadas y perma-
nentes, una apropiación privada –aún parcial– de bienes y r ecursos públicos. Sin embargo, el clientelismo
no adquiere una forma única, sino más bien evoluciona y se adapta a diferentes modalidades de gestión ins-
titucional, como ocurre con procesos surgidos de estrategias de moder nización de la gestión pública. “La
introducción de los nuevos mecanismos de distribución de bienes públicos, como el subsidio a la demanda,
los concursos de pr oyectos o las for mas participativas de gestión, no necesar iamente eliminan completa-
mente los r asgos clientelistas , pues también pueden comenzar a funcionar al inter ior de las pautas
clientelísticas.” (Bebbington et al., 2005: 23). 
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En este sentido la problemática de los diseños institucionales de la participación, no es tanto el de crear ins-
tancias acor des a un modelo pr eestablecido –como los P resupuestos P articipativos o las M esas de
Concertación– sino el generar una dinámica continua de democratización en el nivel local, que aumente la
incidencia relativa de los sectores tradicionalmente excluidos, así como introducir instancias de transparen-
cia y contr ol públicos par a los mecanismos de asignación de bienes y ser vicios públicos 23. Así, la
“publificación” de las r elaciones entre el Estado y el ciudadano r epresenta una aspiración y un nor te que,
aunque actúa en dirección opuesta al “clientelismo”, coexiste en tensión per manente con éste en las situa-
ciones concretas. 

Alterar una pauta tradicional de confrontación para dar paso a la concertación entre el sector público y la so-
ciedad civil en el nivel local es un proceso difícil. Por una parte, los movimientos sociales desconfían de dichas
instancias de concertación y no hay un enfoque claro y compartido de cuáles son los alcances reales que debe
tener la participación. Más bien, su legitimidad e impacto se va construyendo y evolucionando de acuerdo a
la disponibilidad de los actores para participar –o no– en él. Aparte de esto, como lo muestra el caso de las aso-
ciaciones populares en Belo Horizonte, la estrategia de participación en un espacio de concertación no inhibe
otras formas de movilización social que muchas veces involucran confrontaciones con el mismo aparato pú-
blico (Filgueiras, 2005). Las or ganizaciones reivindican su autonomía, pues la exper iencia parece enseñar,
que con diferentes estrategias se logran distintos resultados y es necesaria la combinación de formas de ac-
ción.

Al igual que en el caso del clientelismo, la práctica de la concertación pública en el nivel local modifica par-
cialmente las for mas anter iores de r elación entre Estado y gr upos sociales y coexiste –a v eces con gr an
dificultad– con las confrontaciones que han marcado esta relación en muchas situaciones concretas. Por úl-
timo, es importante indicar que la potencialidad de transformación efectiva de las condiciones de vida de los
sectores pobres y excluidos, así como el alcance que obtengan estos espacios de concer tación, dependerá
también, del incremento de la escala de la concer tación a nivel de la sociedad en gener al y no es razonable
pensar que ella podrá desarrollarse de modo aislado sólo en función de los actor es locales de comunidades
pobres.

La participación compromete relaciones de poder, pues las relaciones de poder juegan tanto en escenar ios
de menor como de mayor participación. En este sentido, un énfasis excesivo, en la dimensión “deliberativa”
de los espacios participativos oscurece las otras dimensiones presentes en ellos y puede restarles legitimidad
al omitir las referencias a las relaciones de poder. El carácter más o menos democrático se verificará en el ba-
lance que pueda hacerse en cuanto a contrarrestar la tendencia a la formación de elites participativas e incluir
crecientemente nuevos grupos e intereses. Al parecer los mecanismos de par ticipación y deliberación po-
drán jugar más su papel incluyente en la medida en la que se mantenga la demanda social por participar y se
renueven las manifestaciones del poder que fuer zan a las élites a abr ir los espacios, estableciéndose así los
equilibrios a través de rediseños institucionales incluyentes. (Canto, 2005)
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23 De acuerdo al trabajo de John Durston, el clientelismo muchas veces “ataca de nuevo” y no se erradica de una vez y para siempre. Por otra parte, no se trata
de un término unívoco, sino una cuestión de grados, de rasgos clientelistas mayores o menores, inscritos en las relaciones políticas, detrás de los cuales tam-
bién existe negociación, compromisos y formas de participación no necesariamente subordinadas (Durston, 2005: 15).
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9. Condiciones y requerimientos de una mejor
concertación para la gobernanza democrática
en contextos de desarrollo
En términos normativos, ¿cuándo estaríamos en presencia de una concertación con capacidad de contribuir
a la construcción de una gobernanza democrática en contextos de desarr ollo? Tres rasgos básicos debieran
estar presentes: la superación de la necesidad de un centro jerárquico, la verdadera interdependencia o ne-
cesidad mutua para el logro de objetivos y la sostenibilidad en el tiempo de las acciones (institucionalización).
En otros términos, cuando la concertación de actores se va convirtiendo en una “red participativa de gober-
nanza” (Blanco y Gomá, 2002: 26). S in duda, esa no es necesar iamente la or ientación de muchas de las
experiencias de concertación, sin embargo, es la que permite pensar en dinámicas continuas e impactos de
mayor alcance, es decir, convierten a la concertación en un instrumento estratégico de la gestión de políticas
públicas en escenarios complejos. 

De una parte, interesa la autonomía relativa de los actores sociales y los roles públicos que van asumiendo por
fuera de las cadenas formales de la acción estatal. De otra, la articulación multinivel del propio Estado, que
muestra orientaciones diversas en su interior e incluso contradictorias entre sí en algunos casos. Lo que pa-
rece sin embargo una tendencia cr eciente, es que el abor daje de problemas como el desarr ollo económico
territorial; la gestión de asuntos locales como medio ambiente, infraestructura social y convivencia comuni-
taria; la nueva corriente política contra la pobreza bajo el paradigma de la protección social y muchos otros
asuntos públicos de relevancia, están exigiendo este tipo de concertación más avanzada. Este camino no es
lineal y sigue diferentes trayectorias, pero pueden señalarse algunos desafíos y pistas de acción que, de modo
muy sumario, aparecen recurrentemente en los trabajos dedicados a estos temas.

9.1. Una cuestión de confianza

La concertación es pr imariamente un asunto de confianza, no de institucionalidad. E l acercamiento entre
actores diferentes, usualmente confrontados entre sí, supone, en el comienzo, la construcción de confianza
mutua y la confianza en la posibilidad de lograr resultados actuando de manera conjunta. Durante el proceso,
la confianza es básica para enfrentar los inevitables conflictos que surgirán, e introducir cambios en las for-
mas y el contenido de la inter acción. También, incide en la r eplicabilidad o extensión de estas iniciativ as a
otras áreas. De la confianza depende, en buenas cuentas, la voluntad de concertar. Las iniciativas de concer-
tación surgen en contextos marcados por experiencias previas, exitosas o fracasadas. En este último caso, se
debe recuperar la confianza lo que, se sabe, es más difícil que crearla. Posiblemente el rol del liderazgo, que
frecuentemente se cita como un factor clave de la concertación, sea principalmente el de garantizar a los ac-
tores un marco de acción confiable y acr ecentar la confianza en la solución pr oactiva de los pr oblemas. El
segundo factor clave para la confianza es la transparencia y las prácticas de rendición de cuentas. El tercero
es que la confianza también está r elacionada con factores de contexto, en creación de ambientes que la fa-
vorecen o la dificultan, es decir desarrollar la predisposición a una mayor confianza en los otros, a través de
comunicación pública, gestos políticos, etc.
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9.2. Una cuestión de poder

Otro desafío se refiere a la regulación de las diferencias de poder interno entre los actores. Este problema es
medular al tipo de concertación que estamos analizando, particularmente cuando se incluye a pequeñas aso-
ciaciones de grupos populares o a ONG débilmente institucionalizadas. El reconocimiento del problema debe
dar paso a estrategias específicas tendientes a generar mayor equilibrio. Esto involucra potenciar capacida-
des de las organizaciones, fortalecer nuevos tipos de liderazgo y ampliar el acceso y utilización de información
relevante para los procesos concertados, entre otros. Este último elemento es importante “hacia adentro”, en
cuanto a fortalecer la transparencia y “hacia fuera” para fortalecer el carácter público de la concertación y fa-
vorecer la rendición de cuentas de todos los actor es involucrados. Estas medidas no anulan las difer encias,
pero mejoran las condiciones de la vinculación y favorecen su procesamiento en términos públicos, con la fi-
nalidad de aumentar la incidencia de los actores más débiles.

9.3. Construyendo un “proyecto común”

Quizás éste sea a la v ez el requisito y el objetivo decisivo de la concertación: la elaboración de un “proyecto
común”, un horizonte “hacia donde queremos ir”, que trasciende a cada uno de los par ticipantes. Este pro-
ceso no es breve, pero las experiencias analizadas indican que es un factor clave de sostenibilidad. Definir una
problemática en común –que a todos afecta, aunque de distintas formas– así como unas metas de la acción
concertada, parece ser el mejor andamiaje para enfrentar las dificultades de este tipo de estrategias. Permite
orientar la acción y priorizarla; así como también, la búsqueda de recursos estatales o de cooperación inter-
nacional; negociar con propósitos claros con actores externos; y, obviamente, colaborar con la evaluación y
monitoreo del trabajo en común. Un proyecto común no significa una fusión entre los participantes o una ho-
mogeneidad plena entre ellos, sino solamente aceptar, a través de un proceso compartido, que se cuenta con
un espacio para la acción conjunta al que todos se someten.

9.4. El cambio institucional

Es esperable y deseable que la concer tación produzca cambio en los actor es involucrados, mejorando las
perspectivas de desarrollo del propio proceso de concertación. Este cambio tiene varias dimensiones: a) la in-
novación institucional que fortalece a los actores con la creación y desarrollo de agencias específicas, cambios
en las modalidades de asignación presupuestaria y otros mecanismos y b) el cambio conductual o cultural de
los implicados. Este desafío es r elevante para incrementar la intensidad r elacional y las capacidades de in-
terlocución y cooperación. Sin embargo, contiene como elemento de tensión la necesidad de pr eservar la
autonomía relativa de cada actor y evitar el anclaje inmo vilista en los roles tradicionales. La intensificación
de las relaciones y la mayor interdependencia no puede convertirse en cooptación o captura del espacio por
intereses particulares24. El máximo beneficio se debiera obtener de la utilización sinérgica de los diversos ac-
tivos de los cuales cada actor es por tador. El r econocimiento de estos y el diseño de estr ategias de
complemento y sinergia es una tarea relevante que permite visualizar la potencialidad de la concer tación y
ajustar las expectativas. 

Instituto Universitario de Estudios Europeos | 29

24 “La diversidad es fuente de complementar iedad, innovación y mitigación del r iesgo. Si bien los aliados deben ser capaces de vin cular culturas organiza-
cionales para entenderse mutuamente y trabajar juntos, no necesariamente se benefician pareciéndose más el uno al otro” (Levinger y Mc Leod, 2002: 61)
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9.5. El trabajo en red

Lo anterior permite relevar las complejidades de las propuestas de concertación de mayor alcance para des-
arrollarse adecuadamente, a diferencia de modalidades más instrumentales y de corta duración, orientadas
a la coordinación de esfuerzos. En este sentido, se requiere mayor aprendizaje empírico sobre modelos de
trabajo en red. Un elemento relevante para sostener la continuidad y dinamismo de las iniciativas es la vo-
luntad política de actor es claves. Antes de que se pr oduzca un “decentramiento” y un funcionamiento
propiamente horizontal de las concertaciones, la existencia de un motor que dinamiza la acción es un fac-
tor clave. Esta voluntad política puede nacer desde algún movimiento, partido, grupo o líder individual, así
como también de la presión social externa. Ésta generalmente se logra cuando la concertación se ha hecho
suficientemente visible en la comunidad y se convierte en un dato que los actores políticos no pueden dejar
de tomar en cuenta. Es la car a ciudadana de la concer tación, que en ocasiones es más fuer te que su car a
institucional.

9.6. Incluir los intereses no representados

La participación de los menos organizados y la inclusión de sus intereses en la estrategia de la concertación
es otro de los desafíos relevantes. El riesgo de cerrar la alianza y excluir intereses menos influyentes está siem-
pre presente. La solución “fácil” de incluir r epresentantes formales de cada sector r esuelve sólo en par te el
problema, pues hay sectores que carecen de representación organizada y otros en los cuales, la distancia entre
dirigentes y bases es muy gr ande y más bien constituy e un problema en sí mismo. Por otra parte, la repre-
sentación no siempre cubre los ámbitos requeridos por el proyecto o área de acción. Así, un dirigente vecinal
no necesariamente representa a los micr oempresarios de su barr io. Frente a ello, la tendencia tecnocrática
tiende a establecer mecanismos pur amente instrumentales, que nacen y muer en con el pr oyecto (lo que a
veces es ilusorio, pues en esa instancia instrumental vuelven a expresarse los intereses tradicionalmente más
fuertes). No hay recetas mágicas en esto, pero demanda en general una inversión continua en el desarrollo de
la organización y asociatividad con el fin de que surjan más y mejor es actores, con menor fr agmentación
entre sí, etc. Esta tarea puede exceder las posibilidades de la instancia de concer tación, por lo que r esulta
conveniente utilizar mecanismos menos intensivos de participación, como consultas, encuestas y otros, con
el fin de incorporar permanentemente intereses no canalizados organizacionalmente25. 

9.7. Formar capacidades pertinentes

En el plano metodológico también existe el desafío de desarrollar capacidades específicas para la gestión en
red, normalmente poco conocidas o extendidas en las culturas organizacionales involucradas. Las estrategias
de capacitación destinadas tanto a dirigentes sociales como a funcionarios públicos resultan centrales en la
etapa de aprendizaje sobre cómo trabajar concertadamente. El núcleo de varios de los experimentos de di-
seño institucional participativo que se han creado en América Latina, está constituido por procesos a través
de los cuales, la ciudadanía y la administración se enfrentan en conjunto a los recursos limitados, a opciones
diversas, a dilemas complejos y a los conflictos necesariamente presentes en este tipo de ejercicio. La articu-

30 | Instituto Universitario de Estudios Europeos

25 Repetto ha llamado la atención acerca del papel de los brokers que intermedian las relaciones e inciden en las decisiones políticas. Su configuración (sus
recursos disponibles, sus intereses, ideas y valores dominantes) , dan  “pistas analíticas” para saber si la “agregación de intereses de los potenciales bene-
ficiarios directos de las políticas sociales hacia la esfera estatal conducirá a prácticas clientelares o, por el contrario, facilitará un aumento sustantivo de la
capacidad de gestión pública en el área social, fortaleciendo a un mismo tiempo al Estado y a los grupos sociales más necesitados” (Repetto, 2001: 5)

documento 10:Maquetación 1  30/9/09  10:34  Página 30



lación de esfuerzos, la creación de reglas, la negociación entre prioridades diversas, la deliberación para la re-
solución de conflictos y para la solución de problemas colectivos están presentes en estos ejercicios (Sudarsky,
2003). Se relevan temas como gestión de procesos para lograr acuerdos, manejar conflictos, gestión de redes,
desarrollo de espacios participativos, herramientas de planeación estratégica, evaluación participativa, etc. 

9.8. Monitorear la efectividad de la participación

El desafío complementario al anterior se refiere al monitoreo de la efectividad de las iniciativas, ya que la con-
dición de sostenibilidad principal de cualquier iniciativa está en su capacidad de obtener resultados efectivos
a costos reducidos. Esto no siempre está suficientemente presente, pues demanda cambios que a veces des-
afían tanto las relaciones tradicionales entre actores, como las que se han alcanzado en la concertación. Sin
embargo, resulta decisivo para la continuidad y crecimiento de las mismas. En otras palabras la concertación
estratégica no puede oponerse al logr o de metas instr umentales y logros concretos que refuerzan el com-
promiso de cada uno con las instancias concertadas. 

9.9. Mejorar la conectividad y la coherencia de los esfuerzos

Hemos señalado que las concer taciones se producen en contexto políticos y económicos específicos y de-
penden en gran medida de variables externas a ellas mismas. Particularmente en las de nivel local, el desafío
es de mayor autonomía y de articulaciones multinivel que mejoren las potencialidades de la acción local. No
bastan aquí las consignas genér icas de la descentr alización o traspaso de funciones, el desafío se r efiere a
mejorar la conectividad de las políticas y la pertinencia de los vínculos entre los distintos actores institucio-
nales y de éstos con los actores sociales. Para que el interfaz funcione debe ser adecuado al contexto en que
se desenvuelve y aquí la heterogeneidad es la norma. La estructura política de los estados y la tradición cen-
tralista y homogeneizante dificultan ese proceso (Cabrero, 2005: 392), lo que plantea desafíos de orden político
que pueden favorecer o inhibir este tipo de prácticas y que definen su continuidad en el tiempo. 

9.10. Construir la representatividad participativa

La participación involucra también resolver temas de representación, pues gran parte de ella no se ejerce de
modo directo, lo que normalmente resulta difícil de enfrentar para los responsables públicos (¿con quién me
entiendo? ¿A quiénes convocar para que sea representativo?). Apertura, publicidad e incrementalidad son los
criterios que se proponen. La apertura significa que no es responsabilidad del organismo público (ni menos
de una agencia de cooperación) determinar a los representantes, sino definir mecanismos mediante los cua-
les éstos puedan deter minarse. En este campo debe pasarse desde la “participación por invitación” que no
cuenta con un fundamento público y tr ansparente, a la metodología de deter minar un universo de involu-
crados (stakeholders) y a partir de ello “convocar públicamente a los interesados” y constituir así un registro
público que permite luego elegir representantes. Como el proceso de apertura siempre será incompleto, es in-
dispensable la publicidad de dichos actos, su difusión, pero también explicitar los criterios que fundamentan
la determinación de quienes deberán participar (o elegir representantes). El logro nunca será completo, pues
siempre un espacio de participación así como incluye a algunos, excluye a otros. Por lo anterior debe consi-
derarse un cr iterio de incremento, en las sucesiv as convocatorias o ciclos de par ticipación. Cabe destacar
que se debe evaluar el alcance obtenido por una convocatoria y orientar nuevos esfuerzos a incluir a quienes
no están participando, manteniendo abiertas las instancias. Si se trata de instancias que cuentan con algún
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poder (de asignación de recursos, de orientación de políticas, de veto, etc.) es necesario definir inhabilidades
y conflictos de intereses, reglamentando su adecuado funcionamiento (junto a mantener la publicidad y la
apertura de la instancia).

9.11. Incrementar el impacto sin rigidizar

El tema de la flexibilidad necesaria para generar concertaciones efectivas se plantea también en los casos en que
se produce un incremento de escala a partir de experiencias pilotos o buenas prácticas de escala. La variable crí-
tica es aquí la estandarización de los procesos, que rescata la mecánica de las concertaciones, pero no su química
propia que es la que la hace posible en determinadas condiciones. La necesidad de diseñar metodologías apro-
piadas para el escalamiento que atiendan a este problema yendo más allá de la casuística es el desafío planteado.
Esto es especialmente relevante para las políticas de carácter sectorial, presionadas por la obtención de metas
agregadas de cobertura y calidad, diseñadas desde niveles centrales, usualmente no bien conectadas con otras
políticas. En este terreno, la concertación tiene mucho que ofrecer al rediseño de las políticas sociales, como se
ha comenzado a mostrar en experiencias de enfrentamiento multisectorial de los temas protección social, del
medio ambiente, etc. Es necesario fortalecer el aprendizaje institucional respecto a los casos exitosos para sis-
tematizar los desafíos de nuevos arreglos institucionales a los diferentes niveles que plantean.

10. ¿Qué puede hacer la cooperación al 
desarrollo? 
Generalmente, la cooperación al desarrollo se or ienta según estrategias de “logros concretos” asociados a
proyectos específicos que –ojalá– obtengan mejoras tangibles y visibles en la comunidad. El supuesto es que
una mejora concreta en la infraestrucutura social, la capacitación de un gr upo de jóvenes, la conformación
de una microempresa, la creación de algunos puestos de trabajo, etc., tiene un impacto positivo sobre la su-
peración de la pobr eza y en gener al la calidad de vida de las comunidades car enciadas. G rande es la
frustración de los agentes de desarrollo al constatar que a pesar de la realización de múltiples proyectos a lo
largo de períodos extensos de tiempo, la pobreza como tal parece no retroceder mayormente, los problemas
se multiplican y la desigualdad se reproduce26. 

Ramón Daubón ha documentado con lucidez y conocimiento de causa la ev olución de las “olas” de coope-
ración al desarrollo desde la inmediata postguerra hasta nuestros días, planteando la necesidad de reformular
algunos de sus pilares básicos, inscribiéndola en estrategias de cambio de mayor sostenibilidad y articulación
con los propios sujetos y actor es de las comunidades . Cabe destacar que la efectividad de la cooper ación
siempre será limitada y muchas v eces efímera si se conceptualiza en tér minos de pequeños o gr andes pro-
yectos externos de “realización”, por más que ellos sean inspirados en la mejor de las voluntades por parte de
los cooperantes (Daubón, 2008). Un ejercicio en la misma dirección realiza Rodrigo Villar con un conjunto de
fundaciones empresariales que reorientaron su acción según pr incipios de cooperación basados en el des-
arrollo de base que toma pie en la concer tación y articula sus esfuer zos con los del sector público en los
ámbitos locales (Villar, 2008).
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26 Hace unos años se relataba el caso del miembro de un board de una agencia de cooperación norteamericana que al regreso de un viaje de turismo por Bo-
livia criticaba acerbamente a su boar d, luego de haber constatado que los niños bolivianos seguían mendigando en las calles a p esar de las décadas de
intervención de su Fundación en aquél país. 
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Los desafíos de plantearse la creación o fomento de espacios públicos –especialmente en el niv el local, que
es el ámbito de intervención usual de las ONG y los organismos de cooperación– con consecuencias positi-
vas para el desarr ollo de base son más complejos que las estr ategias previas dirigidas exclusivamente al
fortalecimiento de las organizaciones de base o de promoción de movimientos sociales esencialmente autó-
nomos. Lo mismo ocurre con la formulación más reciente de fortalecimiento de la sociedad civil o desarrollo
del tercer sector, que resultan metas aún más genéricas. Debe recordarse, en primer lugar, la relevancia que
adquieren algunos factores extra-locales respecto de las posibilidades reales de que las iniciativas locales ten-
gan impactos en el desarrollo. Se advierten las durísimas consecuencias de la evolución económica y social
de la mayor parte de los países de América Latina, que ha profundizado la exclusión de importantes sectores
de la población como campesinos, pobladores de la periferia urbana, grupos étnicos, jóvenes, etc27. Por otra
parte, en la medida que se buscan impactos institucionales y perdurables en el tiempo, ello obliga a considerar
factores del funcionamiento político administr ativo, así como los av ances y retrocesos del proceso de des-
centralización. Estos macro-procesos condicionan las posibilidades reales de impacto y por lo tanto, deben
ser tomados en cuenta.

La concertación parece ser hoy una metodología de acción social de v asta aplicación y los desafíos se con-
centran en convertirla en una concer tación verdaderamente pública y donde los gr upos excluidos tengan
peso real. Gestionar concertadamente, sin embargo, no es igual que hacerlo de modo sectorial o en base a de-
finiciones puramente jerárquicas al inter ior de una institución. R equiere de desarr ollo de capacidades ,
actitudes y destrezas para ello. Esto involucra al mismo tiempo, modificaciones de pautas de acción social y
política de largo arraigo tanto en las poblaciones como en los agentes institucionales. Es el caso del cliente-
lismo, la falta de participación en decisiones públicas y otras prácticas.

Pueden formularse algunas recomendaciones para la cooperación al desarrollo, que tienen más que ver con
generar una “química” entre diferentes factores más que a diseños de formato rígido o uniforme. La concer-
tación para el desarrollo se parece más a un “arte de la concer tación” que a un r ecetario de fórmulas. Aquí
privilegiamos algunos de los elementos a tomar en cuenta, especialmente pensados para las ONG y los agen-
tes de cooperación que actúan en los ámbitos locales28. 

10.1. Invertir en el entendimiento de la historia local, pues el contexto y
la economía política e institucional importan

Las dinámicas del desarr ollo local están inscr itas en procesos históricos, incrustadas en contextos institu-
cionales y en la economía política local y nacional, que no se pueden desconocer. Estos contextos e historias
no son determinantes, pero estructuran el espacio de oportunidades y definen actores, identidades, capaci-
dades y potencialidades . Invertir en el entendimiento de esa histor ia y de esos contextos es –entonces–
esencial para establecer lineamientos de pr oyectos viables y acor des a las localidades . Además, invertir en
este entendimiento no debería limitarse sólo al inicio de cualquier relación con estos espacios, más bien debe
ser un proceso continuo. Dicho esto, se reconoce que invertir en tal conocimiento matizado es más factible
cuando la agencia trabaja en unos cuantos espacios locales, pues resulta más difícil cuando se trata de pro-
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27 La pregunta acerca de ¿dónde se gener an los recursos para el desarrollo local?, tiene una difícil r espuesta cuando comunidades completas viven de las
transferencias que realizan sus parientes desde Estados Unidos u otros países, de modo tal que la tasa de desempleo de la mano de obra no calificada en
California o Boston pasa a ser un factor decisiv o para el nivel de vida en una comunidad maya en Chiapas o O axaca. Anthony Bebbington ha documen-
tado la vinculación y dependencia que se pr oduce entr e la comunidad indígena en G uamote, E cuador con los migr antes jóv enes que residen,
mayoritariamente, en España (Bebbington, 2005). 

28 Las recomendaciones que siguen fueron desarrolladas en conjunto con Anthony B ebbington y Rodrigo Villar para el trabajo sobre “espacios públicos de
concertación local” (Bebbington et al., 2006)

documento 10:Maquetación 1  30/9/09  10:34  Página 33



gramas más extendidos o nacionales. Sin embargo, sigue siendo importante que estos programas nacionales
también partan de un proceso importante de aprendizaje anterior, para que los que trabajen en ellos estén
sensibilizados a los tipos de relación y desafíos que pr obablemente encontrarán en el curso de su tr abajo.
Cuando las organizaciones de cooperación están volcadas completamente a la acción local, necesitan vin-
cularse con otr as entidades, de inv estigación, que también deben ser apo yadas por la cooper ación, que
puedan servir como centros de reflexión, depósitos de conocimiento y actores propios en estos procesos. 

10.2. Reconocer y trabajar sobre el contexto político-económico 

Este punto está en línea con el anterior, pero es más específico. Implica que se debe ser siempre sensible a las
relaciones que existen entre los intereses económicos y las prácticas políticas dentro del espacio en que se tra-
baja, pues ello influirá decisivamente en la viabilidad de los esfuerzos. Pero, sobre todo, implica reconocer la
importancia de apoyar procesos de cambio no sólo en las esferas político-institucionales, sino también en las
relaciones económicas locales. Este cambio en las dinámicas de la economía local es un complemento esen-
cial en la creación y sostenibilidad de espacios de mayor inclusión y legitimidad. El apoyo a la democratización
no puede separarse de un apoyo al desarrollo local y la superación de los problemas de pobreza.

10.3. Vincular el desarrollo de base con el desarrollo local

La orientación es desarrollar espacios de formación y fortalecimiento de las capacidades necesarias para ne-
gociar y concertar proyectos entre organizaciones y autoridades locales, así como para generar transparencia
de los gobiernos locales en la distribución de los recursos. A su vez, las organizaciones de base se benefician
enormemente de la existencia de instituciones locales abier tas a las difer entes voces de la comunidad, así
como de espacios públicos y ambientes locales propicios para la participación de las organizaciones de base
en la vida pública. En la búsqueda de legitimidad y efectividad de estos espacios , es importante que la con-
certación sobre el desarr ollo local facilite líneas de inv ersión que dinamicen un tipo de economía local
incluyente, que fortalezca la democracia local y reduzca la pobreza.

10.4. Apoyar propuestas basadas en prioridades definidas en procesos
de concertación local y no proyectos aislados

Una de las virtudes de los espacios de concertación es producir entre los diferentes participantes, visiones más
completas de la localidad de las que cada actor manejaba previamente, así como un sentido de interdepen-
dencia entre sus participantes. La construcción de un “nosotros” o de una comunidad ampliada, es parte de
este proceso de concertación. Asimismo, el establecimiento de prioridades y de soluciones colectivas a pro-
blemas comunes hace r eferencia a esta lógica de la localidad, la cual super a la visión fr agmentada de los
actores particulares. Apoyar los proyectos definidos en este tipo de concer tación no sólo fortalece los espa-
cios públicos, sino que evita romper las dinámicas comunitarias orientadas pública y democráticamente. 
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10.5. Apoyar agentes e instituciones externas orientadas a facilitar el
desarrollo de las capacidades de las organizaciones para participar en
instancias de concertación, así como también la formación de 
estructuras de coordinación entre organizaciones

En muchos casos existen agentes externos, ya sean ONG o agencias gubernamentales, jugando un papel des-
tacado en el desarrollo de los espacios y dinámicas de concer tación. Es indispensable apoyar estos agentes
en sus funciones de cr eación de puentes, apoyo a liderazgos, sensibilización y mo vilización de comunida-
des, promoción de ciudadanía y for talecimiento de las capacidades de los par ticipantes para concertar.
También, es necesario que tal apoyo se sostenga en el tiempo: ser efectivo en la formación de ciudadanía re-
quiere tanto de una relación de confianza entre el agente externo y la población, como de un conocimiento
matizado por parte del agente externo. Tal confianza y conocimiento sólo se crean en el transcurso del tiempo,
a través de interacciones sostenidas. No pueden crearse sólo por medio de intervenciones externas puntua-
les y limitadas en el tiempo. 

10.6. Apoyar procesos que se orienten a contrabalancear las asimetrías
de poder e información existentes en espacios de concertación local

Dadas las asimetrías de información, poder y capacidad existentes, es importante apoyar procesos que ayu-
den a equilibrar el campo de acción. Esto involucra potenciar capacidades de las organizaciones, fortalecer
nuevos tipos de lider azgos, desarrollar proyectos que amplíen el acceso y utilización de infor mación rele-
vante para procesos locales concertados, entre otros. La provisión de información a todos los actores locales,
y vía espacios públicos, tiene dos efectos importantes: sirve para reducir desigualdades de poder que se basan
en el control desigual de la información y facilita el control ciudadano de las entidades públicas y privadas lo-
cales. En su conjunto , v a cr eando una esfer a pública indispensable . Dos mecanismos de pr ovisión de
información pueden tener importancia especial: la creación de sistemas de monitoreo público del desempeño
y uso de recursos por parte de las entidades estatales locales y ; el apoyo al periodismo local. Cualquiera sea
el o los instr umentos preferidos, la “ciudadanización” de los pr ocesos de concertación y el contr ol a la for -
mación de élites participativas, son criterios centrales que deberían orientar la acción.

10.7. Apoyar programas y proyectos del poder público o dirigidos hacia
este sector que favorezcan específicamente la concertación local

La concertación se aprende y en gr an medida, depende de una cier ta predisposición por concertar. Es im-
portante reconocer que, dadas las prácticas tr adicionales de la política local, muchos funcionar ios locales
carecen de este tipo de experiencia previa. Dada la centralidad de los gobiernos locales en el desarrollo de la
concertación, es importante apoyar proyectos que contribuyan para que sus funcionarios tengan la capaci-
dad técnica y sensibilidad social par a interactuar con los diferentes actores sociales y especialmente con la
población de escasos recursos. De igual manera, es importante que la población (sobre todo de escasos re-
cursos) también r eciba for mación en cómo inter actuar con los funcionar ios y políticos locales . Esta
orientación debe predominar sobre la tentación de algunas ONG de sustituir el r ol de los gobiernos locales
–porque son corr uptos, ineficientes, no pr iorizan a los ex cluidos, etc.–, orientación que resulta completa-
mente no sustentable.
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10.8. Prestar atención a los diseños institucionales 

El diseño institucional y las reglas del juego institucional hacen diferencia en las dinámicas resultantes. En el
apoyo a procesos de concertación, no es suficiente con promover las capacidades de acción colectiva de las
organizaciones participantes. Se requiere prestar atención al diseño institucional, a los incentivos y a las re-
glas del juego que orientan la acción de los actores, de manera que sean eficaces, inclusivos, profundicen la
democracia y limiten la formación de élites participativas. 

11. Desafíos de fortalecimiento según etapas
de la política y modalidades de la participación
No existen fórmulas universales para el fortalecimiento de las instancias de concer tación entre la sociedad
civil y el Estado. Resulta relevante, entonces, plantear desafíos que se aplican según las difer entes fases del
ciclo de política pública de que se trate, así como de la naturaleza de la modalidad utilizada, priorizando los
de amplia aplicación. 

En cuanto a las instancias estables , pero aún no institucionalizadas de concer tación, es decir todo tipo de
Consejos Mixtos, los desafíos son: establecer públicamente los criterios de su conformación, una regulación
ex ante de su funcionamiento (publicidad de las actas , evaluación de sus r esultados), favorecer su descen-
tralización, no sobrecargarlos de tareas y funciones y dotarlos de soporte técnico, pues de otro modo muchos
de ellos cumplen más un rol decorativo que efectivo. 

Con respecto al fortalecimiento de la sociedad civil para participar en las instancias de concertación, los des-
afíos principales de apoyo se refieren a: capacitación, incr emento de su legitimidad, may or autonomía y
dotación de recursos. La orientación debe ir más allá de lo par ticular/corporativo a favorecer orientaciones
hacia lo público/participativo. La experiencia demuestra que esto sucede con el tiempo y a través de proce-
sos sostenidos de participación y no a través de eventos desconectados entre sí o meramente episódicos. El
caso de movimientos urbanos que nacieron por demandas muy específicas producto del interés de personas
o grupos afectados y que der ivaron hacia organizaciones propositivas y articuladoras de intereses más am-
plios es un buen ejemplo de ello. Los casos de Ciudad Viva en el Barrio La Chimba en Santiago y Acción por
los Cisnes en Valdivia, ambos en Chile, son buenos referentes de aplicación de metodologías de trabajo que
apuntan a la construcción de acción pública en interlocución crítica con las autoridades, con alta capacidad
de propuestas, desarrollo de proyectos y contribución a la política pública. 

La modalidad de participación de tipo consultivo, es una de las más utilizadas por el sector público. A pesar
de la limitación intrínseca de su r ol, éste puede incrementar su calidad y potencia si se la or ienta a conver-
tirse en un instrumento de deliberación pública, fijar estándares para su operación y establecer garantías a
los actores que en ellas participan. Las garantías se refieren a la determinación previa y no ad hoc de: a) ám-
bitos y materias en los cuales se establece la necesidad y oportunidad de realizar consultas, b) quienes deben
participar en ellas, y c) cuáles serán las consecuencias de dichas consultas (quienes deben considerarlas y de
qué manera). Los estándares se refieren a los requisitos que las consultas deben cumplir para ser válidas, la
periodicidad de las mismas , el modo de cer tificarlo, etc. Finalmente, la deliberación pública se promueve
mediante el carácter público que deben tener los r esultados de las consultas y la pr omoción de debates,
aprendizaje y generación de conocimiento a partir de ellos. 
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En cuanto a la participación vinculante o decisoria, los desafíos son de ampliación de los mecanismos exis-
tentes; una mejor r egulación normativa y el establecimiento de cr iterios de reglamentación. La meta sería
establecer estándares certificados para un nuevo ciclo de políticas públicas. Como se trata de experiencias in-
novadoras, debe intensificarse la evaluación y monitoreo de resultados efectivos de dichas instancias. Así está
sucediendo actualmente con los pr esupuestos participativos en Brasil, que, después de extenderse por el
país, también están reconociendo las limitaciones del modelo. 

En lo que refiere a la fase de gestión o implementación de políticas, lo primero que debe destacarse es –nue-
vamente– la fijación de estándar es de acceso y disponibilidad de infor mación para los participantes. No es
suficiente con la información orientada al control o la rendición de cuentas ex post. La infor mación es más
crítica aún durante la gestión de los proyectos que con posterioridad a ella. Por otra parte, se requiere la ca-
pacitación de funcionarios y participantes, para lo cual se podrían incorporar dichas materias a los sistemas
de capacitación del sector público. La coherencia del diseño e instrumentos programáticos, debe expresarse
en adecuadas reglamentaciones (la “letra chica”) de lo que la normativa sancione en general. 

Finalmente, debe asegurarse la evaluación, control y retroalimentación participativa, muchas veces ausen-
tes de los diseños pr ogramáticos centrados en implementación de pr oyectos y asignación de pequeños
montos de recursos. Podría tomarse como exper iencia orientadora la Contraloría Social, incorporada a los
programas públicos que se practica en México, que ha sido evaluada y sistematizada (Hevia, 2007).
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Abstract: This work tackles the demands, dilemmas and challenges of compromise between civil 
society and public authority organizations in the context of development, for the obtaining of 
the goals of deepening democracy, the surmounting of poverty and greater social inclusion. Civil 
society is conceptualized as an agent of “the public, not the state”; experiences and examples of 
action agreed on for overcoming social problems are revised, and conditions for the effectiveness 
of this type of experiences are established. The work ends by formulating a set of conditions and 
requests for better agreement for democratic governance in the context of development; various 
recommendations for cooperation towards development, and other necessary distinctions 
according to the objective of civil society participation in spaces of compromise.
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Resumen: Este trabajo aborda los requerimientos, dilemas y desafíos de la concertación 
entre organizaciones de la sociedad civil y autoridad pública en contextos de desarrollo, para 
la obtención de metas de profundización democrática, superación de la pobreza y mayor 
inclusión social. Se conceptualiza a la sociedad civil como un actor de “lo público no estatal”, 
se revisan experiencias y ejemplos de acción concertada para la superación de problemas 
sociales y se establecen condiciones para la efectividad de este tipo de experiencias. El trabajo 
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la sociedad civil en espacios de concertación.
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